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1.  INTRODUCCIÓN

Como es bien sabido, las cuestiones relacionadas de uno u otro modo con el 
tratamiento jurídico en nuestro Derecho de eso que comúnmente se conoce como 
la cuestión religiosa o, si se prefiere, las relaciones Iglesia-Estado, han estado 
tradicionalmente rodeadas de polémica y han dado origen entre nosotros a encen-
didos debates no sólo generalmente en la sociedad sino, también, en el ámbito 
específico de la ciencia jurídica. Las razones por las cuales esto ha sido, y sigue 
siendo así indefectiblemente, con toda seguridad obedecen al hecho de que se 
trata de cuestiones que atañen medularmente a la esfera de las ideas y creencias 
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de los individuos, cuestiones, como suele decirse, muy ideologizadas —o más 
propiamente caracterizadas por una fuerte carga o impronta ideológica—, pues 
uno tiene la sensación de que las discusiones que puedan estar suscitándose hoy 
entre la doctrina civilista a propósito de, pongamos por caso, el régimen jurídi-
co de la enfiteusis —en el supuesto de que tales discusiones efectivamente se 
estén produciendo, cosa que francamente ignoro—, difícilmente darán lugar a 
las a menudo acaloradas controversias que hemos conocido particularmente entre 
los cultivadores del Derecho Eclesiástico del Estado.

Nada hay de novedoso en lo que acabo de señalar pues este fenómeno es bien 
conocido y la tensión dialéctica que a él subyace es, amén de universal y en lo 
esencial común a todos los países de nuestro entorno cultural, de hondas raíces 
históricas. Muy consciente de ello era el inmortal Cervantes cuando puso en boca 
de su no menos inmortal caballero aquello de «con la Iglesia hemos topado ami-
go Sancho» o algo muy parecido, pues como se sabe este tópico literario, tan 
arraigado por otra parte en nuestro lenguaje coloquial, no aparece exactamente 
así en el original cervantino. E igualmente lo supo ver, por ejemplo, don Agus-
tín de Argüelles al explicarnos, resignadamente y con indudable realismo, las 
verdaderas razones por las que una Constitución liberal como lo fue antonomás-
ticamente la Pepa dio acogida, sin embargo, a un precepto tan aparentemente 
inexplicable desde la perspectiva liberal como lo fue en este caso el art. 12 que 
convertía a España en un Estado perpetuamente confesional e intolerante en 
materia religiosa: tiempo después, aquel insigne prócer doceañista se lamentaría 
de que las Cortes gaditanas no hubiesen podido conducirse de otro modo en este 
asunto, pues bastante tenían ya con emprender la enorme tarea de demolición 
del Antiguo Régimen y de sustitución de sus caducas estructuras por un sistema 
político liberal de nuevo cuño en tantas otras facetas de la ordenación jurídica 
como para tener que enfrentarse, además, «con toda la violencia y furia teológi-
ca del clero», que es la gráfica expresión a la que recurrió aquí don Agustín para 
anticipar las previsibles consecuencias de un hipotético intento de introducir en 
suelo patrio la libertad de cultos, consciente también de la gran influencia social 
de la Iglesia católica en nuestro país y de su consiguiente poder y capacidad de 
presión 1. Mudando lo mudable y seguramente sin esos tintes tan dramáticos, el 
carácter básicamente conflictivo de las relaciones Iglesia-Estado y su aparente-
mente inevitable propensión a generar debates enconados y fuertes reacciones 
emocionales siguen hoy evidenciándose en el foro público y, en ocasiones tam-
bién, en el terreno de la discusión científica, lo que resulta ya más difícil de 

1  Cit. por J. M. Laboa, «La libertad religiosa en la historia constitucional española», en 
Revista de Estudios Políticos, 30 (1982), págs.  161-62.
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justificar habida cuenta de que este último es un ámbito que, a priori, debería 
ser menos vulnerable a ese tipo de pulsiones y más proclive a la discusión serena, 
rigurosa y bien argumentada.

A todo ello no constituye excepción el tema que es objeto específico de este 
comentario, esto es, el del régimen jurídico del reconocimiento en el ordena-
miento español de las universidades católicas, pues la sentencia del Tribunal 
Constitucional que en 2013 dio al traste con el estatuto especial de que gozaban 
hasta entonces dichos centros, declarando su inconstitucionalidad a causa de su 
carácter ilegítimamente discriminatorio, refleja en sí misma perfectamente ese 
cariz polémico, singularmente manifestado tanto en la profusión de votos parti-
culares como, asimismo y como trataré de poner de relieve, en buena parte de 
los argumentos que tuvieron su eco en esas opiniones disidentes, algunos de ellos 
no tanto jurídicamente muy discutibles —lo que no tiene nada de particular y 
es inherente al debate científico— como, directamente, no jurídicos en absoluto 
—lo que en mi opinión ya resulta menos aceptable—. Esta es en todo caso mi 
percepción y en las páginas que siguen trataré de fundamentarla con mayor 
detalle, confío en que de manera en alguna medida convincente aunque eso, 
como siempre, habrá de juzgarlo el lector a cuyo juicio crítico me someto ahora.

2.  LA CUESTIÓN DE FONDO PLANTEADA EN LA STC 131/2013: LA 
INVALIDACIÓN DEL RÉGIMEN ESPECIAL DE RECONOCIMIENTO 

DE LAS UNIVERSIDADES CATÓLICAS EN LA LOU

La Disposición adicional cuarta de la Ley Orgánica de Universidades de 2001 
(en adelante LOU) dedicada al estatuto de las «Universidades de la Iglesia Cató-
lica» señala, en su apartado 1, que «la aplicación de esta Ley a las Universidades 
y otros centros de la Iglesia Católica se ajustará a lo dispuesto en los acuerdos 
entre el Estado español y la Santa Sede», para después decretar en su apartado 2 
que «las Universidades establecidas o que se establezcan en España por la Iglesia 
Católica con posterioridad al Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede de 3 
de enero de 1979, sobre Enseñanza y Asuntos Culturales, quedarán sometidas a 
lo previsto por esta Ley para las Universidades privadas, a excepción de la necesidad 
de Ley de reconocimiento» (La cursiva es mía).

Con esta última previsión, el legislador universitario concedió carta de natu-
raleza legal a la tesis que en su día sostuvo sobre este tema el Consejo de Estado 
en su dictamen de 16 de octubre 1997 2 y que, asimismo, ha venido recibiendo 

2  La premisa de la que parte este órgano consultivo en este asunto aparece resumida de la 
siguiente forma en el Dictamen: «es obvio que «el modo de ejercer estas actividades» y el recono-
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el plácet de un sector de la doctrina científica 3, a cuyo tenor la mencionada 
excepción no sería sino una consecuencia necesariamente derivada de lo previsto 
en el régimen concordatario sobre este punto y, por lo tanto, constituiría en 
efecto la expresión del precitado ajuste de lo preceptuado en la ley a las disposi-
ciones del Acuerdo con la Santa Sede sobre enseñanza y asuntos culturales (en 
adelante AEAC o el Acuerdo); según aquella tesis, la norma acordada es porta-
dora de un reconocimiento general e implícito de las universidades creadas en 
nuestro país por la Iglesia católica 4 y ello, al parecer, equivaldría y vendría por 

cimiento a efectos civiles de los estudios —únicos aspectos que expresamente se someten a la 
legislación vigente sobre la materia— no incluye la creación o reconocimiento mismo de la Uni-
versidad de que se trate, siendo así, además, que de la propia dicción literal del párrafo primero 
del artículo X apartado 1 de referencia, cabe razonablemente deducir el reconocimiento a favor de 
la Iglesia católica de la capacidad para «establecer» Centros Universitarios en general. En otras 
palabras, la Iglesia Católica podrá, en efecto, crear Centros Universitarios de acuerdo con sus 
normas propias, siendo así que a efectos civiles el Estado Español, a través de la interpretación de 
referencia del artículo X, reconoce tales Centros Universitarios». El Consejo de Estado comple-
menta esta argumentación postulando que los restantes aspectos ajenos a aquello que estrictamen-
te constituye el reconocimiento oficial de la Universidad quedan, por el contrario, plenamente 
sometidos en el AEAC a la legislación general en materia de universidades privadas, y ello a 
partir del siguiente razonamiento: «en cuanto a estos concretos ámbitos (modo de ejercer las acti-
vidades y reconocimiento a efectos civiles de los estudios realizados) […] quedan las Universidades 
establecidas por la Iglesia Católica, como se dice, sometidas a la legislación (civil) vigente en cada 
momento, solución lógica si se tiene en cuenta que se trata de enseñanzas no eclesiásticas que como 
tales deben impartirse salvaguardando la homogeneidad de estándar, calidad y contenido mínimos 
exigibles, sin que dicha homogeneidad quede garantizada por la sola circunstancia de la natura-
leza del sujeto que toma la iniciativa para la creación de la Universidad misma». Desde estos 
presupuestos, el Dictamen concluye afirmando que «ello equivale, por tanto, a que, desde un 
punto de vista estrictamente formal, sea innecesaria la aprobación de una Ley autonómica o estatal 
para la creación o reconocimiento de una Universidad «establecida» por la Iglesia Católica, sino 
que se reconoce su existencia misma por virtud del artículo X del Acuerdo citado de 3 de enero 
de 1979, que constituye con rigor un Tratado Internacional (como lo sostuvo, por ejemplo, el 
Tribunal Constitucional en su Sentencia 131/1982, de 12 de noviembre) suscrito por dos sujetos 
de derecho internacional, que como tal forma parte del ordenamiento jurídico interno español y 
es, por tanto, de obligado cumplimiento». El texto íntegro del Dictamen puede consultarse en 
‘http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=CE-D-1997-3452’.

3  Así por ejemplo, entre otros, I. Martín Martínez, «La enseñanza superior católica ante 
la Constitución», en VVAA, El hecho religioso en la nueva Constitución española, Salamanca, 1979, 
p. 442; M. López Alarcón, «La Universidad católica ante el Derecho del Estado», en Ius Cano-
nicum, 76 (1998), págs.  422-23; J. Otaduy, «La experiencia de la universidad católica en Euro-
pa», en Ius Canonicum, 81 (2001), p. 87; J. M. Souvirón y F. Palencia, La nueva regulación de las 
Universidades. Comentarios y análisis sistemático de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades, Granada, 2002, págs.  172-73.

4  El Acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales entre el Estado español y la Santa Sede, 
de 3 de enero de 1979, en su art. X.1, dispone que «las Universidades, Colegios Universitarios, 

http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=CE-D-1997-3452
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ello a sustituir al reconocimiento ad casum mediante ley estatal o autonómica de 
las universidades privadas contemplado por la ley con carácter general.

En sede doctrinal no han faltado autores que, desde hace años, han 
—hemos— venido sosteniendo que la tesis que acaba de ser sumariamente des-
crita resulta abiertamente contraria al principio constitucional de igualdad y que 
la argumentación que en su día expuso el Consejo de Estado sobre este particu-
lar es básicamente equivocada y carece del necesario fundamento desde la pers-
pectiva constitucional 5.

Así las cosas, poco después de haber entrado en vigor la LOU fue interpues-
to un recurso de inconstitucionalidad contra algunos de sus preceptos, entre ellos 
el apartado 2 de la Disposición adicional cuarta que establece la precitada excep-
ción aplicable a las universidades católicas en relación con la exigencia de reco-
nocimiento por ley estatal o autonómica que rige con carácter general para las 
restantes universidades privadas, alegándose la incompatibilidad de esa norma 
con lo dispuesto por el art. 14 de la Constitución.

Escuelas Universitarias y otros centros universitarios que se establezcan por la Iglesia católica se 
acomodarán a la legislación que se promulgue con carácter general, en cuanto al modo de ejercer 
estas actividades. Para el reconocimiento a efectos civiles de los estudios realizados en dichos 
Centros se estará a lo que disponga la legislación vigente en la materia en cada momento».

5  Esta posición crítica fue ya mantenida en mi libro El régimen jurídico de las universidades 
privadas, Madrid, 1997, así como en el trabajo que lleva por título «La Universidad católica en el 
sistema educativo español (A propósito del Dictamen del Consejo de Estado de 17 de noviembre 
de 1997)», en Derecho y Opinión, 5 (1997), págs.  373-380 del que también soy autor. Asimismo, 
en el momento en el que fue dictada la sentencia del Tribunal Constitucional de 5 de junio de 
2013 a la que después de referiré y que, en lo sustancial, acoge este planteamiento crítico y decre-
ta la invalidez del precepto legal que había consagrado la especialidad ya mencionada atinente a 
las universidades católicas, se encontraba en prensa el trabajo en el que más pormenorizadamente 
he fundamentado todo ese planteamiento y que vería la luz editorial poco tiempo después, a saber, 
«El estatuto de las universidades católicas en la Ley Orgánica de Universidades», en Revista Espa-
ñola de Derecho Administrativo, 158 (2013), págs.  263-285, un artículo en el que se contienen 
abundantes referencias bibliográficas sobre las posiciones mantenidas en uno u otro sentido en sede 
doctrinal de entre las que sólo quisiera destacar ahora, también secundando la tesis del carácter 
ilegítimamente discriminatorio de la excepción finalmente invalidada, la reflejada en uno de los 
trabajos que particularmente considero más perspicaces y sólidamente fundamentados sobre este 
asunto como es el de J. L. Martínez López-Muñiz, «Régimen de las universidades privadas», 
en J. V. González García (Dir.), Comentario a la Ley Orgánica de Universidades, Cizur Menor, 
2009. Más recientemente, he incidido de nuevo en toda esta cuestión, incluyendo ya un análisis 
específico del contenido de la STC 131/2013, en la ponencia que lleva por título «Jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo sobre enseñanza superior y religión», en 
VVAA, Enseñanza superior y religión en el ordenamiento jurídico español. Actas del VII Simposio Interna-
cional de Derecho Concordatario (En prensa).
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Los recurrentes arguyeron que ese estatuto especial privilegiaba ilegítima-
mente a la Iglesia católica y no podía fundamentarse en ningún otro precepto de 
la Constitución, ni tan siquiera en el art. 16.3 en el que, como es notorio, se 
contempla una mención específica de esta religión, razones por las cuales el pre-
cepto legal impugnado había de ser considerado incompatible con el principio 
de igualdad y no discriminación; adicionalmente, postularon los promotores del 
recurso que la exención que nos ocupa tampoco podía apoyarse en lo dispuesto 
en el correspondiente acuerdo concordatario, habida cuenta de que es este un 
texto de rango jurídico netamente infraconstitucional cuyas previsiones, conse-
cuentemente, se encuentran plenamente sujetas a las exigencias propias del sis-
tema iusfundamental de derechos y libertades 6.

Transcurridos más de diez años desde la interposición del recurso, el Tribunal 
Constitucional dictó al fin su sentencia 131/2013, de 5 de junio, en la que, en lo 
sustancial, se da la razón a los recurrentes en este punto específico y se decreta la 
inconstitucionalidad, por discriminatorio, del precepto legal que contenía la ya 
reiteradamente mencionada especialidad aplicable a las universidades católicas; 
la justificación argumental de esta declaración se contiene concretamente en el 
Fundamento Jurídico décimo de la sentencia, al que deben por lo tanto entender-
se referidas las citas literales que a continuación se exponen en este epígrafe.

En este asunto el punto de partida en la resolución lo constituye la consta-
tación, que manifiesta inicialmente el Tribunal, del hecho de que el Acuerdo con 

6  En los antecedentes de hecho de la STC 131/2013, el Tribunal se hace eco de todo este 
alegato y lo resume en los siguientes términos: «se denuncia, por parte de los recurrentes, el estableci-
miento de un régimen especial de creación de las Universidades de la Iglesia católica sustentado en un trata-
miento desigual absolutamente injustificado y cuya característica más notoria es la exención de ley de recono-
cimiento para dichas Universidades. Esta exención exime a las Universidades favorecidas por la misma de 
toda comprobación de que cumplen los requisitos establecidos por el legislador para su creación y reconocimien-
to. Pues bien, de acuerdo con la jurisprudencia de este Tribunal, no se impide que el legislador incorpore 
eventualmente diferencias de trato, pero sí que su establecimiento o existencia debe justificarse en la persecución 
de fines lícitos. Así las cosas, no es posible encontrar justificación a dicho trato ni en el artículo 16.3 CE, que 
se refiere a relaciones de cooperación en materia de libertad religiosa, lo que no es el caso. Tampoco es posible 
acudir al Acuerdo de 3 de enero de 1979 suscrito entre el Estado español y la Santa Sede sobre enseñanza y 
asuntos culturales, pues los tratados internacionales no son parámetro de constitucionalidad sino que, antes 
bien, están sujetos a la propia Constitución, de tal suerte que, en su caso, la declaración de inconstitucionali-
dad de una norma amparada en un tratado que le presta cobertura podría derivar, incluso, en la inconstitu-
cionalidad del propio tratado internacional. Pero es que, ni siquiera una recta interpretación del citado 
acuerdo permite colegir que las Universidades de la Iglesia puedan quedar eximidas por el legislador del 
cumplimiento del requisito general del reconocimiento de las Universidades privadas, que por cierto fue la 
norma y no excepción hasta 1979. Se concluye, en consecuencia, la inexistencia de causa razonable para el 
trato desigual denunciado y se postula la inconstitucionalidad de la disposición adicional cuarta LOU, en su 
apartado segundo, por vulnerar el artículo 14 CE».
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la Santa Sede no formula expresamente una exención del requisito de la ley de 
reconocimiento en beneficio de las universidades católicas, limitándose la norma 
concordataria a remitir a la legislación general tanto el modo de ejercer las acti-
vidades como, asimismo, el reconocimiento de los estudios realizados en dichos 
centros eclesiásticos, lo que efectivamente es así. Por ello, la sentencia en primer 
lugar se ocupa del significado y las consecuencias de dicha remisión al régimen 
común en materia de universidades privadas, en la hipótesis de que aquella 
exención no expresamente contemplada por la norma pudiera sin embargo estar 
implícitamente amparada por el texto acordado.

Confrontado con esa hipótesis a la que habían dado respuesta favorable tan-
to el Consejo de Estado en su momento como, ahora también, la Abogacía del 
Estado en su intervención en el presente pleito constitucional, el juez de la 
Constitución llega a la conclusión de que, por el contrario, la referencia concor-
dataria a las universidades que se establezcan por la Iglesia católica no puede en 
modo alguno concebirse como equivalente a un reconocimiento general e implí-
cito, por parte del Estado, de esos centros, y, en consecuencia, el AEAC no 
exceptúa la regla general del reconocimiento por ley aplicable en nuestro Dere-
cho a todas las universidades de titularidad privada sin distinción.

Para fundamentar su declaración de inconstitucionalidad el Tribunal expone 
de entrada la siguiente argumentación: «esa remisión podría dar a entender que habrá 
que estar a lo que discrecionalmente disponga el legislador nacional que, en este caso, ha 
optado por la exención de la ley de reconocimiento a favor de las Universidades de la 
Iglesia católica. Sin embargo, en lo que ahora importa, no es esa la conclusión a la que ha 
de llegarse, ya que no es claro que pueda atribuirse al término «establecer» el significado 
de que implícitamente supone el reconocimiento de las Universidades creadas por la Iglesia 
católica; creación que, por su parte, emana de la libertad contenida en el artículo 27.6 CE. 
Y no lo es por cuanto dicho Acuerdo utiliza el término reconocimiento en otros casos, como 
cuando, con respecto de las Universidades de la Iglesia establecidas en nuestro país en la 
fecha de la adopción del Acuerdo, indica que «[e]l Estado reconoce la existencia legal de 
las Universidades de la Iglesia establecidas en España en el momento de entrada en vigor 
de este Acuerdo, cuyo Régimen Jurídico habrá de acomodarse a la legislación vigente, 
salvo lo previsto en el artículo XVII.2». Más bien, habrá de concluirse, entonces, en la 
absoluta neutralidad del Acuerdo en lo referente a la exigencia del reconocimiento de las 
Universidades de la Iglesia católica, que es cuestión que conforma exclusivamente el legis-
lador interno en los términos ya señalados» 7.

7  Adviértase en cualquier caso que el argumento al que recurre aquí la sentencia es, visible-
mente, de índole meramente formal —acaso formalista—, en tanto que atiende a la literalidad de 
los términos utilizados por el acuerdo con la Santa Sede para poner de relieve que, cuando la 
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De manera complementaria, la sentencia nos proporciona otra razón por la 
que la norma impugnada ha de ser tenida por inválida, aduciéndose que el pro-
cedimiento que instituyen las correspondientes disposiciones reglamentarias a 
partir de lo previsto generalmente en la ley implica, indefectiblemente, la pro-
mulgación de una ley de reconocimiento de cada universidad que constituye 
técnicamente un presupuesto insoslayable para que pueda tener lugar la plena 
aplicación del proceso de reconocimiento, justo en la medida en la que dicho 
proceso conlleva una segunda fase, la de la autorización administrativa de la 
puesta en funcionamiento de las actividades de la universidad, que carece de un 
sentido autónomo pues se encuentra en la vigente normativa causalmente vin-
culada a la existencia previa de aquella ley. Esta idea es expresada en la resolución 
del modo que sigue: «en segundo lugar porque «el modo de ejercer las actividades», que 
junto con el reconocimiento de efectos civiles a los estudios realizados en este tipo de centros 
al que pretende constreñirse la remisión al legislador interno, implica desde luego el cum-
plimiento de los requisitos establecidos sobre el particular. Y es que aunque, como quedó 
expuesto en la STC 223/2012, de 29 de noviembre, a diferencia de lo que sucede con la 
ley de creación de Universidades públicas, con un marcado componente fundacional, la ley 
de reconocimiento de las Universidades privadas carece de carácter constitutivo y «tiene la 
naturaleza de una autorización, y esta naturaleza no se ve alterada por la intervención 
del legislador» (FJ 10), la exención de ley de reconocimiento para las Universidades 
creadas por la Iglesia católica desvirtúa en buena medida el procedimiento administrati-
vo de autorización de comienzo de las actividades del ente universitario. Procedimiento 
administrativo que no sólo se sustancia a través de la verificación del cumplimiento de los 
requisitos establecidos en la propia Ley Orgánica y normas de desarrollo en la materia 
(singularmente el Real Decreto 557/1991, de 12 de abril, sobre creación y reconocimien-
to de Universidades y centros universitarios), sino de aquellos contenidos en la propia ley 
de reconocimiento (art. 4, apartados 4 y 5, LOU)» 8.

norma concordataria pretende aludir en otros preceptos al trámite específico del reconocimiento de 
las universidades, lo hace empleando ese mismo vocablo y no el que contempla el art. X.I del 
Acuerdo, esto es, el del establecimiento de dichos centros; el Tribunal, apelando implícitamente por 
tanto, en sentido contrario, a la máxima ubi lex non distinguit nec nos distinguere debemus, extrae de 
ello la conclusión de que, en el supuesto específico del precepto acordado que acaba de citarse, no 
es ese trámite concreto del reconocimiento por ley al que esta norma se está refiriendo.

8  En cierto modo relacionado con este argumento y, de hecho, reiterando expresamente la 
vinculación entre la ley de reconocimiento y la autorización administrativa de la puesta en funcio-
namiento, el juez de la Constitución incide además en la importancia de la función que desempeña 
el reconocimiento por ley en nuestro sistema universitario y, consecuentemente, en el carácter 
general y no susceptible de ser exceptuado de esta exigencia: «conviene tener presente que la exigencia 
de una ley de reconocimiento no es, ni mucho menos, una cuestión baladí, ya que, como ha establecido el propio 
legislador orgánico, el reconocimiento sirve para garantizar la calidad de la docencia e investigación y, en 
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A la vista de estos argumentos el Alto Tribunal llega a la conclusión de que 
«resulta de todo ello que esa decisión del legislador entraña una real y efectiva diferencia 
de trato entre las Universidades privadas en razón de que hayan sido creadas o no por la 
Iglesia católica» y, a causa de ello, declara que esa diferencia normativa carece de 
la necesaria justificación objetiva y razonable que la haría constitucionalmente 
legítima: «llegados a este punto resulta que ni del tenor de la norma cuestionada, toma-
da aisladamente o leída de forma sistemática con el resto de preceptos de la Ley Orgánica 
de Universidades, ni de la exposición de motivos —primero— de la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, que introduce la exención, ni del preámbulo —después— de 
la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, que deja inalterada la citada disposición adi-
cional, es posible encontrar finalidad objetiva y razonable que justifique el establecimien-
to del tratamiento diferenciado al que se ha hecho referencia entre las distintas Universi-
dades privadas».

La declaración de invalidez consecuente con estos razonamientos acaece en 
los siguientes términos: «el resultado de la exención establecida por la disposición 
adicional impugnada, en lo atinente a la ley de reconocimiento, es la introducción de un 
trato diferenciado entre Universidades privadas pues todas ellas, salvo las establecidas por 
la Iglesia católica, están sometidas a esa exigencia de ley de reconocimiento, con las impli-
caciones que acabamos de detallar. Diferencia que carece de la justificación objetiva y 
razonable que toda diferenciación normativa, por imperativo del artículo 14 CE, debe 
poseer para ser considerada legítima, lo que conduce a la declaración de inconstituciona-
lidad de la disposición adicional cuarta impugnada en cuanto exime a las Universidades 
de la Iglesia católica de ley de reconocimiento. Declaración de inconstitucionalidad que 
queda contraída al inciso final del párrafo primero, del apartado segundo, de la disposi-
ción adicional cuarta: “a excepción de la necesidad de Ley de reconocimiento”».

3.  ANÁLISIS CRÍTICO DE LOS PRINCIPALES ARGUMENTOS 
UTILIZADOS EN LOS VOTOS PARTICULARES

De entrada, es preciso advertir que estamos aquí en presencia de una resolu-
ción que, en buena medida, resulta excepcional entre nosotros, pues lo cierto es 

general, del conjunto del sistema universitario, así como para asegurar que las Universidades disponen de los 
medios y recursos adecuados para el cumplimiento de las funciones que, en relación con la educación superior, les 
ha asignado ese mismo legislador orgánico y que se detallan en el artículo 1.2 LOU. Igualmente conforme a 
dicha ley de reconocimiento ha de ser autorizado el comienzo de las actividades de la universidad por el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, tal como disponen el artículo 4.5 en relación con el 4.4 LOU, y, 
finalmente, la ley de reconocimiento integra, junto a la LOU y las normas que dicten el Estado y las Comuni-
dades Autónomas, en el ejercicio de sus respectivas competencias, el bloque normativo que, añadido a sus propias 
normas de organización y funcionamiento, ha de regir este tipo de Universidades» (STC 131/2013, FJ 10).
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que sólo en muy contadas ocasiones el Tribunal Constitucional ha invalidado 
alguno de los aspectos que, a mi juicio constituyendo verdaderos privilegios, 
residuos de un pasado confesional aún hoy no plenamente superado, conforman 
el particular estatuto de que goza tanto la Iglesia católica como quienes a ella se 
adscriben en nuestro vigente ordenamiento jurídico.

Como anticipé, en el supuesto que nos ocupa el vicio de nulidad no es detec-
tado por el juez de la Constitución en la propia normativa de origen acordado 
sino, más bien, en la legislación unilateral del Estado en esta materia, pero, pese 
a las dudas que manifiesta sobre ello uno de los magistrados disidentes del fallo 
de la sentencia 9, resulta evidente que de haber detectado esa tacha de invalidez 
iusfundamental ya en el mismo precepto concordatario, sería este último el que 
tendría que haber sido expulsado de nuestro ordenamiento merced a la depura-
dora labor del Tribunal Constitucional, pues el acuerdo con la Santa Sede no deja 
de ser un tratado internacional que, como tal, ostenta el carácter de norma pri-
maria y tiene rango de ley entre nosotros, hallándose en consecuencia plenamen-
te sujeto al control de constitucionalidad 10; desde esta perspectiva y ya en un 

9  En el voto particular formulado por don Francisco José Hernando Santiago, puede leerse lo 
que sigue: «Es cierto que el artículo 27.2 c) LOTC atribuye al Tribunal Constitucional competencia para 
examinar la posible contradicción con la Constitución Española de los tratados internacionales, incluso de los 
ya celebrados, pero acaso debiera sopesarse, como ha hecho la doctrina, que nuestra Ley Orgánica es anterior 
a la fecha de entrada en vigor en España, el 27 de enero de 1980, del convenio de Viena sobre el derecho de 
los tratados, cuyo artículo 27 dispone que «una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno 
como justificación del incumplimiento de un tratado» (FJ 1). Como se aprecia, en este planteamiento 
parece sugerirse la imposibilidad del control constitucional de los tratados en nuestro ordenamien-
to derivada de la idea de que el Convenio de Viena pudiera haber modificado lo establecido en 
la LOTC, una tesis en el mejor de los casos harto problemática y a la que se da respuesta en la nota 
subsiguiente.

10  Al lector que no esté muy familiarizado con el ámbito de la doctrina eclesiasticista, esta 
afirmación podrá tal vez parecerle una obviedad, pero lo cierto es que en ese ámbito no es infre-
cuente hallar planteamientos que han puesto en cuestión esa idea y han defendido el carácter en 
alguna medida supralegal de los acuerdos con la Santa Sede —cuyo contenido, se ha llegado a 
postular, no podría ser eventualmente alterado por lo dispuesto en una hipotética reforma de la 
ley orgánica de libertad religiosa— o, incluso, han propugnado directamente que no son esos 
acuerdos los que deben ser interpretados y aplicados conforme a la Constitución, sino justamente 
a la inversa, en lo que para mi constituye una tesis desconocedora de las más elementales exigencias 
que rigen el sistema de fuentes del Derecho en el Estado constitucional. Respecto al primero de 
los aspectos aludidos, particularmente frecuente entre un sector de la doctrina eclesiasticista es la 
a mi juicio errónea apelación al contenido del art. 96.1 de la Constitución, para extraer de este la 
conclusión de que el texto concordatario es sencillamente inmune a los efectos de la reforma legis-
lativa de no mediar el pertinente procedimiento de derogación, modificación o suspensión previs-
to en el propio tratado internacional, una dudosa pretensión que como por ejemplo ha puesto de 
relieve Remiro Brotons tiene una fácil contestación: esa norma sólo puede entenderse referida a 
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plano meramente anecdótico, resulta igualmente destacable que, de haber dado 
acogida el Tribunal a la tesis de quienes postulaban que la especialidad norma-
tiva en cuestión estaba ya implícitamente presente en el acuerdo con la Santa 
Sede, un acuerdo al que a menudo atribuían algún tipo de superioridad respecto 
de la ley estatal, en tal caso sería este último el que inevitablemente se habría 
visto afectado por la declaración de invalidez, de manera que, en última instan-
cia, irónicamente ha sido el rechazo de aquella tesis el que parece haber salva-
guardado la vigencia del régimen concordatario en este punto 11.

los tratados válidamente celebrados —cosa que obviamente no puede predicarse de los que vulneran 
la Constitución—, no sólo porque así expresamente lo indica su enunciado sino porque, además, 
sostener lo contrario sería sistemáticamente incompatible con el inequívoco sometimiento de 
dichos tratados internacionales en nuestro Derecho al control sucesivo de constitucionalidad (cit. 
por A. Torres del Moral, Principios de Derecho Constitucional español, I. Sistema de fuentes. Sistema 
de los derechos, Madrid, 2010, p. 310). Así pues, una hipotética nueva ley de libertad religiosa, si 
al operar el desarrollo directo del derecho fundamental, esto es, si en alguno de sus preceptos de 
carácter orgánico modificase cualquiera de los aspectos previstos en el régimen concordatario, esa 
modificación sería perfectamente válida desde la perspectiva constitucional, y de hecho en tal caso 
habría que sospechar que si la modificación se ha producido es porque previamente el tratado 
internacional ha entrado en un terreno, el del desarrollo directo del derecho, que constitucional-
mente le está vedado pues está reservado en exclusiva a la ley orgánica. Otra cosa, en efecto y como 
ha puesto de relieve el autor que acaba de citarse, serían las consecuencias que en el plano iusin-
ternacional eso podría tener para el Estado español ante lo que constituiría, ciertamente, un 
incumplimiento de sus obligaciones contraídas en el tratado, pero eso es ya una cuestión distinta 
que no afecta a la primacía de la Constitución, y de los preceptos orgánicos dictados en su desa-
rrollo, respecto del acuerdo concordatario a ellos necesariamente subordinado. Me he ocupado más 
extensamente de toda esta cuestión en mi trabajo «Apuntes sobre la posición de los acuerdos con 
la Iglesia católica en el sistema constitucional de derechos fundamentales», en Laicidad y Liberta-
des. Escritos Jurídicos, 12 (2012), págs.  261-298. También publicado en Dimensiones de la libertad 
religiosa en el Derecho español, Barcelona, 2014.

11  Una cuestión distinta, aunque en cierto modo relacionada con lo que acaba de señalarse, es 
la que plantea don Andrés Ollero en su voto particular, sugiriendo que el fallo de la sentencia no 
ha tenido en la debida consideración lo estipulado en la llamada cláusula interpretativa del Acuer-
do con la Santa Sede. Según sostiene como premisa este magistrado, «Mi primera sorpresa deriva de 
la existencia de un claro epígrafe en el Acuerdo examinado, en el que se atribuye la eventual interpretación de 
su contenido a las partes que lo suscriben. En efecto, el artículo XVI del Acuerdo entre el Estado español y la 
Santa Sede sobre enseñanza y asuntos culturales, firmado en Ciudad del Vaticano en 3 de enero de 1979, 
establece que «La Santa Sede y el Gobierno español procederán de común acuerdo en la resolución de las dudas 
o dificultades que pudieran surgir en la interpretación o aplicación de cualquier cláusula del presente Acuerdo, 
inspirándose para ello en los principios que lo informan». Doy por aceptado que la dirección de nuestras rela-
ciones internacionales es competencia del Gobierno de la Nación, que puede sin duda —como ha hecho con 
ocasión de tratados europeos— solicitar de este Tribunal una Declaración sobre el alcance constitucional de 
sus previsiones. Así ha ocurrido también cuando ha solicitado al Consejo de Estado, en varias ocasiones, que 
dictamine sobre el alcance de la exención de trámite legislativo para la creación de Universidades por la Igle-
sia Católica», y, a causa de ello y tras recordar que el Consejo de Estado estimó que la exención en 
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Tal y como he tenido oportunidad de argumentar algo más pormenorizada-
mente en otra sede 12, acaso sea aquel el motivo por el que la sentencia se condu-
ce, podríamos decir, de un modo en extremo cauteloso en su fundamentación 
que bien podría hacer pensar que lo que en última instancia está tratando de 
hacer el Tribunal es limitar o, directamente, impedir una posible interpretación 
extensiva del criterio centralmente empleado en la sentencia para invalidar el 
privilegio legal en cuestión, tal vez en evitación de ulteriores impugnaciones 
atinentes a otras disposiciones no sólo legislativas sino también concordatarias 
en las que igualmente se consagran otros privilegios jurídicos de los que son 
exclusivos beneficiarios quienes profesan la religión católica: al cabo, lo que 
afirma la resolución es que no hay nada en nuestro ordenamiento constitucional 
que justifique el tratamiento privilegiado que nuestra legislación universitaria 

disputa sí estaba implícitamente presente ya en el propio texto concordatario, concluye afirmando 
que «El Tribunal, sin embargo, parece discutir ahora al Gobierno sus competencias, al proceder —sin previa 
solicitud— a imponer su propia interpretación del Acuerdo, inaudita parte en lo que a la Iglesia Católica se 
refiere». (FJ 3). Pues bien, en mi opinión, el autor de estas consideraciones confunde aquí lo que en 
rigor son dos planos distintos de la interpretación jurídica, el que atañe al juicio de legalidad que 
pudiera plantearse respecto al incumplimiento por parte del Estado de dicha cláusula interpreta-
tiva, de un lado, y el que es propio del control de constitucionalidad de las normas, de otro. Dejan-
do ahora aparte el dato de que, en la precitada cláusula hermenéutica esa interpretación de común 
acuerdo se contempla expresamente inspirada en los principios que informan el texto pactado, lo 
que a la vista de lo que anuncia el Preámbulo acerca de la renuncia a cualquier situación de discri-
minación o privilegio resulta ya de por sí ciertamente iluminador, parece obvio que el Dictamen 
del Consejo de Estado no es el resultado de la aplicación de dicha cláusula, pues esto último hubie-
se requerido de una evaluación conjunta por parte de ambos sujetos firmantes en el seno de la 
Comisión Mixta Iglesia-Estado. No obstante, aun suponiendo que tal evaluación conjunta se 
hubiese producido, tanto si la conclusión alcanzada fuese coincidente con la del Consejo de Estado 
como si no, todo ello estaría desenvolviéndose en el terreno de la mera legalidad, de manera que el 
Tribunal Constitucional estaría, como de hecho lo está, plenamente habilitado para someter esa 
eventual interpretación conjunta de la norma acordada, una vez plasmada en el correspondiente 
precepto de la LOU, al control de constitucionalidad, y no estaría con ello el juez de la Constitución 
discutiendo sus competencias al Gobierno en modo alguno. Sostener lo contrario, en mi criterio, 
no se compadece con la vigencia en nuestro ordenamiento del control de constitucionalidad de los 
tratados. No es el Tribunal Constitucional el que no ha escuchado a la Iglesia, como aquí se sugie-
re, y en todo caso no tiene obligación de hacerlo pues lo que el TC está aquí aplicando es la Cons-
titución y no el acuerdo concordatario, sino que fue el Gobierno el que no lo hizo al no convocar 
la mencionada Comisión Mixta para debatir este asunto; al optar el Estado por dar acogida en la 
ley a un entendimiento del Acuerdo que en esta ocasión era satisfactorio para la Iglesia, no hubo 
denuncia del incumplimiento estatal de lo dispuesto en la cláusula interpretativa del texto acor-
dado como podría haber sido el caso, pero todo ello, insisto, concierne a un plano hermenéutico 
diferente a aquel en el que puede y debe situarse el juez de la Constitución.

12  Cfr. J. R. Polo, «Jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo 
sobre enseñanza superior y religión», loc. cit.
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deparaba a las universidades católicas, ni siquiera la tan frecuente apelación al 
supuesto significado proporcional del principio de cooperación contemplado en 
el art. 16.3 y al tratamiento especial que dicho precepto estaría presuntamente 
dispensando a la Iglesia católica —una apelación como veremos también muy 
presente en el contenido de los votos particulares—, y es realmente difícil igno-
rar lo que este criterio de alcance aparentemente general podría suponer de ser 
llevado en su aplicación efectiva hasta sus últimas consecuencias.

Sea como fuere, lo cierto es que la sentencia declaró en su fallo la inconsti-
tucionalidad del privilegio que la LOU concedía a las universidades católicas 
respecto a la exención del requisito general de reconocimiento por ley estatal o 
autonómica, y ello suscitó una reacción adversa en buena parte de los miembros 
del Tribunal que se tradujo, en efecto, en la formulación de numerosos votos 
particulares, concretamente los presentados por los magistrados don Ramón 
Rodríguez Arribas, don Manuel Aragón Reyes, don Francisco José Hernando 
Santiago, don Andrés Ollero Tassara y don Juan José González Rivas.

Globalmente considerado, el contenido de estas opiniones disidentes está 
integrado por dos tipos de argumentos: en primer lugar, aquellos que son reite-
ración de algunos de los planteamientos que ya expuso en su día el Consejo de 
Estado así como un cierto sector de la doctrina científica en defensa de la validez 
del estatuto especial impugnado, y en este sentido, aunque a mi juicio son argu-
mentos muy discutibles como trataré al menos de poner en evidencia, no hay 
duda de que en todo caso son argumentos netamente jurídicos; en segundo 
término, algunos de los magistrados adversos al sentido de la sentencia emplean 
asimismo ciertos razonamientos, los menos en todo caso, cuyo principal proble-
ma, a mi modo de ver, no estriba en el hecho de que sean más o menos discutibles 
o más o menos acertados, lo que tampoco tiene nada de particular y además no 
deja de ser algo opinable sino, más bien, en el hecho de que a todas luces no son 
razonamientos jurídicos en absoluto, y eso es algo que resulta, ya sí, ciertamen-
te cuestionable.

Concretamente el voto particular formulado por don Manuel Aragón puede 
decirse que refleja con bastante fidelidad el sentido de unos argumentos que, en 
su conjunto y en lo sustancial, son bastante coincidentes y se reiteran, con diver-
sos matices, en la mayor parte de las restantes opiniones disidentes, razón por la 
cual he optado por vertebrar mi análisis crítico primordialmente en torno al 
contenido de dicho voto particular, haciendo al hilo de su glosa las pertinentes 
menciones a los razonamientos también utilizados por los restantes magistrados 
en sus respectivas exposiciones objetantes.

En el voto formulado por este magistrado–al que se adhiere don Francisco 
Pérez de los Cobos— el argumento central resulta ser el de que, por un lado, el 
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alcance real y las consecuencias derivadas de la exención a las universidades cató-
licas del requisito del reconocimiento por ley no es en la práctica de una gran 
importancia —se habla de una mínima diferenciación normativa— ni impide satis-
facer los fines que con carácter general persiguen los poderes públicos con su 
regulación del sistema universitario nacional, y, además, según sostiene este 
magistrado, estaríamos ante una diferencia de trato que frente a lo que postula 
la mayoría no carece de justificación objetiva y razonable.

Respecto a lo primero, el autor del voto particular parte de una extraña dife-
renciación, ajena por completo a lo previsto en el régimen legal, entre lo que 
aquí se denomina contenido necesario de la ley de reconocimiento, el único al que 
supuestamente afectaría la exención impugnada y que sería aquel contenido 
orientado a la verificación, por parte de los poderes públicos, de que los promo-
tores de la universidad cuentan con la necesaria solvencia económica y profesio-
nal, de un lado, y los otros aquí llamados contenidos eventuales de esa ley de 
reconocimiento que pudieran establecerse: «Así, en primer lugar es necesario deter-
minar el alcance real de esa diferencia normativa de trato entre Universidades privadas, 
que se contrae estrictamente al contenido necesario de la ley de reconocimiento de las Uni-
versidades privadas, destinado a constatar que las personas e instituciones privadas que 
pretenden crear centros para impartir enseñanzas universitarias cuentan para ello con la 
necesaria solvencia económica y profesional (esto es, con los «medios y recursos adecuados 
para el cumplimiento por las Universidades de sus funciones», artículos 4.3 y 5.1 LOU), 
sin extenderse a otros contenidos eventuales que esa ley, estatal o autonómica, según corres-
ponda, pueda establecer (art. 6 LOU). En efecto, de acuerdo con lo previsto en el segundo 
apartado de la disposición adicional cuarta LOU, en cumplimiento de lo establecido en 
los artículos X y XVII.2, del Acuerdo entre la Santa Sede y el Estado español sobre 
enseñanza y asuntos culturales, de 3 de enero de 1979, a las Universidades establecidas 
en España por la Iglesia Católica se les exime del requisito del reconocimiento (art. 4.1 
LOU), pero en todo lo restante «quedarán sometidas a lo previsto en esta Ley para las 
Universidades privadas». Ello supone que las Universidades de la Iglesia Católica en 
España, establecidas de acuerdo con el principio de libertad de creación de centros docentes 
que garantiza el artículo 27.6 CE, se regirán por lo dispuesto en la propia LOU y por 
las normas que dicten el Estado y las Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus res-
pectivas competencias y por sus propias normas de organización y funcionamiento (art. 6.1 
y 5 LOU), normas estas que han de incluir las previsiones derivadas de lo dispuesto en el 
artículo 2.2 LOU, en relación con el contenido de la autonomía universitaria garantiza-
do por el artículo 27.10 CE. Es decir, excluido el requisito de la ley de reconocimiento en 
su contenido necesario, las Universidades de la Iglesia Católica quedan sujetas en todo lo 
restante, como cualquier otra Universidad privada, a las exigencias establecidas por la 
ley» (FJ 2).
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En realidad, no termino de entender el porqué de esa distinción entre ambos 
supuestos contenidos de la ley de reconocimiento, más allá de que sea o no una 
distinción realmente existente en la ley con algún tipo de función selectiva en 
este terreno —yo entiendo que no lo es—, ya que seguidamente el autor del voto 
se dispone a demostrar que la exención cuestionada no afecta a la precitada fun-
ción de verificación estatal debido a que, en la legislación entonces en vigor, 
existían ya otros cauces mediante los cuales dar cumplimiento a esa constatación 
de la solvencia de los promotores en garantía de la calidad del sistema universi-
tario, cauces que se reputan ajenos a la ley de reconocimiento, razón por la cual 
la diferenciación entre aquellos dos tipos de contenidos de esta última se me 
antoja un tanto irrelevante dentro de ese esquema teórico de justificación.

En todo caso el razonamiento es este: «Por tanto, que las Universidades de la 
Iglesia Católica en España queden exentas del requisito formal de la ley de reconocimien-
to, por decisión del legislador estatal en aplicación del Acuerdo de 1979 entre la Santa 
Sede y el Estado español sobre enseñanza y asuntos culturales, no significa, en primer lugar, 
que no estén sujetas a la exigencia de contar con los medios y recursos adecuados para el 
cumplimiento de las funciones al servicio de la sociedad que a todas las Universidades, 
públicas y privadas, impone el artículo 1.2 LOU, y para garantizar la calidad y docen-
cia de la educación (art. 4.3, párrafo primero, LOU), de tal suerte que el comienzo de las 
actividades de las Universidades será autorizado por el órgano competente de la Comuni-
dad Autónoma una vez comprobado el cumplimiento de los referidos requisitos (art. 4.4 LOU). 
En este sentido conviene recordar que, como ya dijimos en la STC 223/2012, de 29 de 
noviembre, FJ 10, «La ley de reconocimiento no tiene, pues, naturaleza constitutiva, en 
cuyo caso no podría prescindirse de ella, sino que propiamente tiene la naturaleza de una 
autorización, y esta naturaleza no se ve alterada por la intervención del legislador. En 
efecto, es el Gobierno estatal quien establece los requisitos básicos necesarios para la creación 
y reconocimiento de las Universidades públicas y privadas (art. 3.2 LOU) que, en la 
actualidad, están regulados en el Real Decreto 557/1991, de 12 de abril, sobre creación 
y reconocimiento de Universidades y centros universitarios, siendo, en todo caso, necesaria 
para Universidades públicas y privadas la preceptiva autorización que, para el comienzo 
de sus actividades, otorgan las Comunidades Autónomas una vez comprobado el cumpli-
miento de los requisitos normativamente establecidos (art. 4.4 LOU)». No puedo, en 
consecuencia, compartir la afirmación que se contiene en el fundamento jurídico 10 de la 
sentencia de la que discrepo en cuanto a que la «la exención de ley de reconocimiento para 
las Universidades creadas por la Iglesia Católica desvirtúa en buena medida el procedi-
miento administrativo de autorización de comienzo de las actividades del ente universita-
rio». No hay tal desvirtuación, en modo alguno. Las Universidades de la Iglesia Cató-
lica, exentas del legislador del requisito formal de la ley singular de reconocimiento, 
carente de naturaleza constitutiva (STC 223/2012, FJ 10), quedan en todo caso 
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sometidas, como el resto de Universidades privadas, a la exigencia de autorización de 
comienzo de las actividades por la Comunidad Autónoma una vez comprobado el cumpli-
miento de los requisitos referidos a contar con los medios y recursos adecuados para el 
cumplimiento de las funciones que a todas las Universidades impone el artículo 1.2 LOU 
y para garantizar la calidad y docencia de la educación (art. 4.4 LOU)» (FJ 2).

El autor del voto se adhiere así en este punto a la tesis que ya sostuvo el 
Consejo de Estado, que incluso fue algo más explícito sobre este aspecto al men-
cionar expresamente el precepto concreto del Real Decreto de 1991 que habría 
que aplicar, concretamente el art. 15 13, para hacer efectiva esa necesaria función 
de comprobación pretendidamente limitada a la fase de la autorización adminis-
trativa de la puesta en funcionamiento de la Universidad. Sin embargo, como 
con toda razón se fundamenta en la sentencia, el procedimiento que conjunta-
mente establecían tanto la ley como el Reglamento en su desarrollo era un pro-
cedimiento único, caracterizado por la necesaria verificación de dos trámites —
reconocimiento por ley y autorización administrativa de la puesta en 
funcionamiento— que, desde una perspectiva sistemática, se encontraban cau-
salmente vinculados de manera indisociable y carecían por completo de un 
sentido autónomo, de manera que, en rigor, la previa aprobación de la ley de 
reconocimiento venía constituyendo un presupuesto técnicamente necesario para 
que pudiese tener lugar la autorización de la puesta en funcionamiento de la 
universidad; un conocimiento pleno del contenido íntegro del precitado Real 
Decreto no ofrece dudas a este respecto, y lo cierto es que el Consejo de Estado, 
en su a mi juicio errónea interpretación de la normativa entonces aplicable, 
paradójicamente así lo puso en evidencia al apelar de manera ostensiblemente 
equivocada al referido art. 15 del reglamento, pues era esta una disposición que, 
claramente, tenía un alcance mucho más restringido que el que pretendía atri-
buirle ese órgano consultivo y se limitaba a la comprobación de los compromisos 
adquiridos por los promotores en el trámite del reconocimiento por ley pero cuyo 
efectivo cumplimiento había de ser verificado en el momento ulterior de la pues-
ta en funcionamiento 14. Así pues, frente a lo que sostiene el firmante del voto, 

13  Según disponía el apartado segundo de esa disposición, «la puesta en funcionamiento de 
universidades privadas, una vez reconocidas, será autorizada por la administración competente en 
un plazo no superior a seis meses, previa comprobación de que se han cumplido los compromisos 
adquiridos por la entidad titular y han sido homologados por el gobierno los títulos oficiales a 
expedir por la misma, de acuerdo con lo previsto en el artículo 58.4 de la Ley Orgánica 11/1983, 
de 25 de agosto, de reforma universitaria».

14  Más ampliamente sobre este aspecto, J. R. Polo, «La Universidad católica en el sis-
tema educativo español (A propósito del Dictamen del Consejo de Estado de 17 de noviembre 
de 1997)», loc. cit.
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el desconocimiento de estas premisas en efecto desvirtúa el procedimiento de 
autorización de la puesta en funcionamiento, e incluso sería tal vez más propio 
afirmar que de hecho desvirtúa el entero mecanismo del reconocimiento de la 
universidad privada ordenado precisamente a la satisfacción de los fines que en 
este terreno persigue la Administración (primordialmente la garantía de la cali-
dad en la prestación del servicio público universitario), pues en ese mecanismo 
general se contemplaba legal y reglamentariamente un solo cauce jurídico aun-
que conformado por el doble trámite mencionado —se sigue contemplando así 
en la normativa actualmente en vigor 15—, dentro del cual el grueso de la acti-
vidad administrativa de comprobación se desarrollaba, precisamente, en el mar-
co del expediente que precedía a la tramitación del correspondiente proyecto de 
ley de reconocimiento, sin que la normativa aplicable contemplase excepción 
alguna a ese respecto ni por supuesto la posibilidad de utilizar aisladamente las 
normas directamente concernientes a la segunda fase del procedimiento, la de la 
autorización de la puesta en marcha de la universidad, para un fin ajeno a aquel 
específico para el que fueron concebidas 16.

La diferencia de trato que concedía la ley a las universidades católicas no era, 
pues, ni mucho menos tan nimia e intrascendente como sugiere don Manuel 
Aragón, y lo que acabo de argüir respecto a la desvirtuación —tal vez mejor 
desnaturalización— del entero cauce jurídico de reconocimiento en el fondo no 
es más que un síntoma de todo ello, en el sentido de que el Real Decreto de 1991 
concretó el desarrollo directo del derecho fundamental que había realizado pre-
viamente la Ley Orgánica de Reforma Universitaria de 1983, y de ahí que ese 
reglamento contemplase un único procedimiento global de reconocimiento, con 
dos fases causal e indisociablemente vinculadas y con fines concretos distintos 
pero complementarios atribuibles a cada una de ellas. Inopinadamente la LOU 
alteró todo este esquema legal e incorporó una llamativa excepción nada menos 
que al desarrollo directo del derecho (no se olvide que la propia ley atribuyó 
formalmente carácter orgánico al precepto portador de la especialidad en bene-

15  Se trata del Real Decreto 420/2015, de 29 de mayo, de creación, reconocimiento, autori-
zación y acreditación de universidades y centros universitarios.

16  Así pues, a mi juicio resulta técnicamente inexacta la afirmación que realiza este magis-
trado en el sentido de que «la exención de la intermediación legislativa en cuanto al reconocimiento de las 
Universidades de la Iglesia Católica no significa en modo alguno que estas Universidades puedan desarrollar 
sus actividades docentes e investigadoras sin someterse al régimen jurídico establecido en la propio LOU y las 
restantes normas que dicten el Estado y las Comunidades Autónomas en materia universitaria en el ejercicio 
de sus respectivas competencias» (FJ 2); antes bien, aquella exención precisamente impedía la aplicación 
cabal del único sistema de reconocimiento contemplado reglamentariamente, en los términos ya 
expuestos.
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ficio de las universidades católicas 17), lo que en rigor suponía que, por muy 
sorprendente que pueda parecer, para el legislador universitario de 2001 la 
libertad de enseñanza tenía un contenido esencial distinto en función de que se 
tratase de uno de sus titulares o de todos los demás; considerar esto una mínima 
diferenciación normativa se antoja, cuando menos, muy discutible.

Por otra parte, entiendo que en nada afecta a lo que acabo de señalar el hecho 
de que la ley de reconocimiento ostente en efecto esa naturaleza autorizante 
aunque, eso sí, es precisamente esta circunstancia —acorde por lo demás con el 
hecho de que la universidad privada no es sino el resultado del ejercicio de un 
derecho fundamental— la que permite legítimamente dudar de que la exigencia 
del reconocimiento por ley sea la más adecuada a esa naturaleza, pues segura-
mente hubiera sido más idóneo, y además menos problemático desde el punto 
de vista técnico-jurídico, contemplar un mecanismo global en el que el recono-
cimiento fuese también realizado mediante un mero acto administrativo —tal 
y como acontece respecto de los centros privados de nivel infrauniversitario—, 
sin perjuicio de que igualmente hubiese podido establecerse un segundo trámi-
te ligado a la autorización de la puesta en funcionamiento; pero esta ya es otra 
cuestión distinta.

En cualquier caso, a partir de las propias premisas adoptadas en este voto 
particular, quizás hubiese sido más lógico comenzar a explicar el alegado carác-
ter constitucionalmente no discriminatorio de la exención y a exponer en qué 
consiste su justificación objetiva y razonable en el contexto iusfundamental, para 
después añadir que, según se entiende aquí, la diferencia es de tan escasa impor-
tancia que, de hecho, no impide atender también en el caso de las universidades 
católicas a los fines de control y supervisión perseguidos por los poderes públicos 
en este terreno y a los que responde la normativa legal y reglamentaria en vigor. 
Y si considero que haber obrado de este modo hubiese sido más lógico es porque 
lo verdaderamente esencial desde la óptica del juicio de constitucionalidad es 
indudablemente lo primero y no lo segundo, ya que si la diferencia normativa 
se llegase a entender no discriminatoria por estimarse que tiene una justificación 
que la avala constitucionalmente, en ese caso tanto daría que su alcance efectivo 
o su trascendencia práctica fuese mayor o menor. Sin embargo, comenzar subra-
yando el alcance supuestamente nimio de la diferencia normativa, como hace 
aquí este magistrado, pudiera dar la sensación, acaso equivocada, de que quien 
formula la objeción de algún modo no está tan firmemente convencido de las 
bondades de su criterio acerca de la índole no discriminatoria del régimen espe-
cial impugnado y necesita por ello dejar claro de entrada que, pese a todo, las 

17  Cfr. la Disposición final cuarta de la LOU.
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consecuencias de este tratamiento específico son ínfimas y no afectan a la cohe-
rencia general del sistema; pues bien, por las razones que he expuesto, a mi modo 
de ver tales consecuencias no son en absoluto tan intrascendentes como se pre-
tende sugerir, más bien todo lo contrario, y además el modo en el que ulterior-
mente se trata de justificar la naturaleza constitucionalmente no discriminatoria 
de la exención resulta llamativamente revelador, en sí mismo, y en alguna 
medida confirmatorio de que esa percepción subjetiva acerca de las dudas que 
tal vez pudiera tener el propio autor del voto particular sobre la solidez de su 
planteamiento posiblemente no sea una percepción muy desenfocada. Veamos 
seguidamente en qué baso esta afirmación.

Entrando ya supuestamente en el terreno propio y específico del control de 
constitucionalidad, esto es, el de la determinación del carácter legítimo de la 
diferencia normativa en cuestión mediante la explicación de su justificación obje-
tiva y razonable en el contexto iusfundamental, don Manuel Aragón comienza 
señalando que la excepción impugnada ha sido adoptada válidamente por el 
legislador estatal precisamente en desarrollo de las previsiones contenidas en el 
correspondiente acuerdo con la Santa Sede, incidiendo en la idea de que, «en efec-
to, que en este Acuerdo, que forma parte del ordenamiento interno español al igual que 
cualquier otro tratado internacional válidamente celebrado y publicado en el «Boletín 
Oficial del Estado» (art. 96.1 CE), no se establezca de manera expresa una exención del 
requisito formal de la ley de reconocimiento para las Universidades de la Iglesia Católica, 
como se señala en la sentencia de la que discrepo, no significa que el legislador estatal no 
pueda, en una legítima interpretación de las previsiones contenidas en el Acuerdo, eximir a 
las Universidades de la Iglesia Católica del requisito de la ley de reconocimiento estableci-
do con carácter general para las Universidades privadas (art. 4.1 LOU)» (FJ 3).

En pretendido apoyo de esa tesis en cuya virtud la exención que nos ocupa 
estaría ya implícitamente contemplada en el acuerdo concordatario, el firmante 
del voto sostiene que, de hecho, esa misma exención se encuentra ya expresamen-
te afirmada en el Acuerdo respecto de las universidades de la Iglesia existentes 
en el momento de su entrada en vigor 18.

18  «Esa exención encuentra, desde luego, plena cobertura en el propio Acuerdo de 3 de enero de 1979 
respecto de las Universidades de la Iglesia Católica que ya estaban establecidas en España antes de firmarse 
este Acuerdo, por cuanto su artículo X.2 determina que “El Estado reconoce la existencia legal de las Uni-
versidades de la Iglesia establecidas en España en el momento de entrada en vigor de este Acuerdo, cuyo 
régimen jurídico habrá de acomodarse a la legislación vigente, salvo lo previsto en el artículo XVII.2” (pre-
cepto este que establece a su vez que “Quedan asegurados, no obstante, los derechos adquiridos de las Univer-
sidades de la Iglesia establecidas en España en el momento de la firma del presente Acuerdo, las cuales, sin 
embargo, podrán optar por su adaptación a la legislación general sobre Universidades no estatales”)» (FJ 3).
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Pues bien, frente a todo ello, en primer lugar hay que objetar que, en puri-
dad, lo que la norma acordada hace con las universidades de la Iglesia preexis-
tentes no es, simplemente, eximirlas de manera implícita del requisito del 
reconocimiento por ley estatal o autonómica; si así lo hubiera hecho, ello podría 
entonces entenderse en efecto parangonable con la exención que el autor del voto 
estima también implícitamente presente en el Acuerdo respecto de las universi-
dades católicas de nueva creación, pero lo cierto es que lo que realmente hace la 
disposición concordataria en aquel caso es algo muy distinto, en la medida en la 
que las universidades de la Iglesia preexistentes son consideradas transitoriamen-
te sujetas de pleno al régimen jurídico por el que venían rigiéndose hasta el 
momento de la entrada en vigor del Acuerdo con la Santa Sede, en garantía de 
sus derechos adquiridos 19. El texto acordado incorporó así lo que técnicamente 
no es sino un régimen de Derecho transitorio que permitió a dichos centros 
mantener su estatuto previo en tanto no optasen por su adaptación a la legisla-
ción general, una eventual adaptación que, obvia decirlo, implicará su pleno 
sometimiento al régimen de las universidades privadas sin exceptuar ninguno 
de sus requisitos y condiciones, tampoco el de su reconocimiento por ley, y nada 
hay en el Acuerdo que permita sostener lo contrario. En definitiva, el Acuerdo 
con la Santa Sede no exime a las universidades preexistentes del requisito del 
reconocimiento por ley, sino que las exime del cumplimiento de la legislación 
general en materia de reconocimiento de universidades privadas permitiendo su 
sujeción transitoria al estatuto bajo el que venían siendo contempladas, y, por 
ello, no puede decirse que la norma concordataria considere a las universidades 
que existían con anterioridad sujetas a la legislación general salvo en lo tocante 
al trámite del reconocimiento por ley, ya que lo que realmente hace es concebir-
las excepcional y transitoriamente al margen de la legislación general sobre 
universidades privadas; es evidente que a consecuencia de esto último quedan al 

19  Según dispone el art. X.2 del AEAC, «el Estado reconoce la existencia legal de las Uni-
versidades de la Iglesia establecidas en España en el momento de entrada en vigor de este Acuer-
do, cuyo régimen jurídico habrá de acomodarse a la legislación vigente, salvo lo previsto en el 
artículo XVII.2». Esta última norma establece que «quedan asegurados, no obstante, los derechos 
adquiridos de las Universidades de la Iglesia establecidas en España en el momento de la firma del 
presente Acuerdo, las cuales, sin embargo, podrán optar por su adaptación a la legislación general 
sobre Universidades no estatales». Adicionalmente y siempre en el marco del referido régimen de 
Derecho transitorio, la Disposición transitoria primera del Acuerdo señala que «el reconocimien-
to a efectos civiles de los estudios que se cursen en las Universidades de la Iglesia actualmente 
existentes seguirá rigiéndose, transitoriamente, por la normativa ahora vigente hasta el momento 
en que, para cada Centro o carrera, se dicten las oportunas disposiciones de reconocimiento, de 
acuerdo con la legislación general, que no exigirá requisitos superiores a los que se impongan a las 
Universidades del Estado o de los entes públicos».
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margen de todas las exigencias de esa legislación general y entre ellas también, 
obviamente, del requisito del reconocimiento por ley, pero no lo es menos que 
esto no tiene nada que ver y no es en modo alguno comparable a la idea del 
sometimiento de las nuevas universidades católicas a todos los requisitos de la 
ley estatal menos a uno de ellos, una idea que se dice inherente al sentido del 
texto de origen pactado en los términos ya expuestos. La comparación que pro-
pone en este punto don Manuel Aragón resulta pues, en mi criterio, inadecuada 
y basada en presupuestos inexactos.

Sentadas estas premisas, que para mi son difícilmente refutables y por lo 
demás quedan convenientemente fundamentadas en la sentencia, la insistencia 
en subrayar que el legislador de 2001 se limitó a interpretar lo dispuesto en un 
tratado internacional válidamente celebrado y en proclamar que esa interpreta-
ción es legítima, en tanto compatible con el contenido de este tratado que 
supuestamente habría incorporado de modo implícito la ya tantas veces mencio-
nada excepción, no deja de revelar una perspectiva de enjuiciamiento que, nue-
vamente, parece más propia de un control de legalidad que no procede realizar 
en esta sede, justo en la medida en la que se trata de un argumento que se des-
envuelve en el terreno del contraste entre la ley de universidades, de un lado, y 
el Acuerdo con la Santa Sede —norma también con rango de ley—, de otro. 
Determinar si el legislador estatal ha interpretado correctamente o no las dispo-
siciones concordatarias desde un punto de vista material no es algo que corres-
ponda hacer al Juez de la Constitución —otra cosa sería la determinación de si 
la ley estatal ha vulnerado con su regulación alguno de los preceptos constitu-
cionales que rigen las relaciones internormativas en nuestro sistema de fuentes, 
por ejemplo modificando mediante alguno de sus preceptos no orgánicos lo 
estipulado en el Acuerdo y por tanto incumpliendo lo previsto en el segundo 
inciso del art. 96.1 de la lex normarum, lo que no acontece en este caso 20—, y 
consecuentemente incluso la afirmación de que la exención que nos ocupa esta 
ya implícitamente contemplada en la norma concordataria, al margen de que se 
considere o no acertada —y yo estimo que no lo es 21— se me antoja irrelevante 
desde la óptica del control de constitucionalidad de la disposición legal impug-
nada: parece obvio señalarlo, pero lo cierto es que si el precepto legal cuestiona-

20  Hago aquí mención a los preceptos no orgánicos porque, como ya tuve ocasión de argu-
mentar con anterioridad, a mi modo de ver es claro que el legislador universitario, en el desarrollo 
directo del derecho fundamental, no está sometido sino a los preceptos de la Constitución y por 
tanto podría perfectamente modificar lo previsto en el Acuerdo con la Santa Sede sin menoscabo 
de lo dispuesto en el art. 96.1 CE.

21  Una explicación detallada de mi posición sobre este aspecto puede verse en J. R. Polo, 
«El estatuto de las universidades católicas en la Ley Orgánica de Universidades», loc. cit.
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do es inconstitucional, teniendo como tiene carácter orgánico, no lo será porque 
materialmente se oponga al sentido del Acuerdo con la Santa Sede, sino más bien 
por su incompatibilidad con la Constitución, que es algo muy distinto, y en este 
sentido lo que adquiere aquí una importancia capital es la refutación, si es que 
esta ha de producirse, del principal argumento empleado por los recurrentes de 
la norma para cuestionar su validez, esto es, el de su presunta vulneración del 
principio de igualdad.

Y es entonces cuando el autor del voto particular se adentra, ahora sí, en el 
terreno argumentativo que caracteriza al control de constitucionalidad y se dis-
pone a explicarnos la razón por la cual la diferencia de tratamiento normativo 
que está siendo objeto de valoración no resulta ilegítimamente discriminatoria 
en el plano iusfundamental y, en consecuencia, no vulnera el principio de igual-
dad y no discriminación. Partiendo de la idea de que la especialidad en cuestión 
está asimismo contemplada similarmente por la norma acordada para las univer-
sidades preexistentes —una idea basada en una interpretación del texto acorda-
do visiblemente errónea como acabo de argumentar, aunque ello ahora no tenga 
mayor importancia—, a continuación se postula que «igualmente resulta una opción 
legislativa constitucionalmente válida la exención del requisito de la ley de reconocimien-
to para las Universidades de la Iglesia Católica que se establezcan en España con poste-
rioridad a la firma del Acuerdo de 3 de enero de 1979, toda vez que es al legislador 
estatal al que le corresponde interpretar los términos concretos del Acuerdo, en el marco del 
mandato a los poderes públicos, contenido en el artículo 16.3 CE junto a la proclamación 
de la aconfesionalidad del Estado, de mantener relaciones de cooperación con la Iglesia 
Católica, en coherencia con la inexcusable toma en consideración de las creencias religiosas 
que el mismo precepto constitucional exige» (FJ 3).

El firmante del voto parece así en cierto modo acogerse a una determinada 
concepción del significado de ese mandato constitucional de cooperación, por lo 
demás asumida por un extenso sector de la doctrina eclesiasticista, en cuya virtud 
la cooperación estatal con las confesiones debe entenderse exigida en estricta 
correspondencia con su mayor o menor arraigo social en nuestro país, lo que 
explicaría la mención específica de la Iglesia católica en el precitado art. 16.3 en 
la medida en la que, siendo esta tradicionalmente la confesión de mayor presen-
cia social entre nosotros, se habría hecho constitucionalmente acreedora a un 
tratamiento especial —y por supuesto más beneficioso—, eventualmente 
concretado por la vía de los acuerdos de cooperación suscritos con los poderes 
públicos.

Esta concepción del mandato de cooperación con las confesiones resulta, a 
mi juicio, particularmente cuestionable y, de hecho, ha dado origen fundamen-
talmente entre los cultivadores del Derecho Eclesiástico del Estado a ciertas 
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nociones e interpretaciones verdaderamente chocantes, tales como la denomina-
da teoría del paradigma extensivo, a las que después me referiré con algún mayor 
detalle, pero lo que realmente llama aquí la atención es el modo en el que este 
magistrado pone en relación el significado del mandato de cooperación que esti-
ma ha de postularse con el particular objeto de este litigio, exponiendo una 
argumentación que, en mi opinión, lejos de contribuir a avalar su criterio en este 
tema más bien paradójicamente permite albergar serias dudas acerca de la solidez 
jurídica de este último: «esa especial referencia a la Iglesia Católica (a la que también 
se remite el Abogado del Estado para defender la constitucionalidad de la exención conte-
nida en el segundo apartado de la disposición adicional cuarta LOU), le ha conducido en 
el pasado a este Tribunal a considerar constitucional ni más ni menos que la existencia 
del cuerpo de capellanes castrenses, razonando que «el hecho de que el Estado preste asis-
tencia religiosa católica a los individuos de las Fuerzas Armadas no sólo no determina 
lesión constitucional, sino que ofrece, por el contrario, la posibilidad de hacer efectivo el 
derecho al culto de los individuos y comunidades» (STC 24/1982, de 13 de mayo, FJ 4). 
Resulta cuanto menos sorprendente que, ahora, una diferencia de mucha menor entidad 
que aquélla se repute inconstitucional» (FJ 3).

La manera en la que se expone el razonamiento difícilmente pudiera ser más 
reveladora, pues a mi modo de ver deja en el lector la inequívoca sensación de 
que, a quien así se pronuncia, lo que verdaderamente le parece sorprendente no 
es tanto que ahora se declare la inconstitucionalidad de una diferencia normati-
va comparativamente de menor entidad sino, más bien, que en su día se valida-
se nada menos —y es ciertamente significativo lo que manifiesta aquí el uso de 
esta expresión enfática— que la presencia en nuestras Fuerzas Armadas del 
cuerpo de capellanes castrenses.

Y si así fuere y esta mi particular percepción no estuviese muy desencami-
nada, como tal vez lo esté, lo cierto es que no le faltarían motivos para la sorpre-
sa al autor de esta opinión disidente, pues en efecto esa célebre sentencia de 13 
de mayo de 1982 constituye seguramente uno de los mejores ejemplos de cómo 
resulta enormemente difícil, si es que no imposible, compatibilizar el manteni-
miento de ciertos regímenes concordatarios privilegiados, herencia de nuestro 
pasado confesional y a los que se trató de encontrar inicialmente un forzado 
encaje en el vigente sistema constitucional, de un lado, y la preservación de la 
vigencia de algunos principios constitucionales como el de igualdad o el de 
aconfesionalidad, de otro.

Como es sabido, fue precisamente en esta temprana resolución en la que el 
Juez de la Constitución fijó las bases de la que, desde entonces, constituye su 
doctrina sobre el significado y alcance del art. 16.3 CE, y lo hizo sentando un 
criterio general en cuya virtud al Estado le está vedado concurrir en sociedad en 



JOSÉ RAMÓN POLO SABAU

© UNED. Revista de Derecho Político
N.º 95, enero-abril 2016, págs. 39-82

64

calidad de sujeto de actos o actitudes de signo religioso, dado que los fines reli-
giosos pertenecen a una esfera ajena al ámbito de sus funciones y competencias, 
y proclamando asimismo la categórica prohibición de incurrir en cualquier tipo 
de confusión entre las funciones civiles y las religiosas impuesta a los poderes 
públicos en el Estado aconfesional (en estrecha relación con todo ello, el Tribunal 
había ya proclamado la vigencia del principio de neutralidad ideológica de las 
instituciones públicas en la STC 5/1981, FJ 9.º).

A partir de ahí, la sentencia se dispuso a valorar la idoneidad constitucional 
del llamado sistema de integración orgánica utilizado para llevar a cabo la asis-
tencia religiosa católica en las Fuerzas Armadas, una valoración que, desde las 
premisas apuntadas, en principio parecería inexorablemente conducente a la 
declaración de inconstitucionalidad del modelo enjuiciado, pues a todas luces no 
cabe concebir una mayor confusión de funciones civiles y religiosas que la que 
representaba por entonces la existencia misma de un cuerpo eclesiástico castren-
se, integrado por tanto en la Administración militar del Estado y en el que 
resultaba virtualmente imposible no percibir una concurrencia en la sociedad de 
los poderes públicos en calidad de sujetos de actos de naturaleza propiamente 
religiosa (la asistencia religiosa o espiritual proporcionada por funcionarios 
públicos). Pero no lo vio así, en efecto sorprendentemente, el Tribunal, que lejos 
de reconocer la inviabilidad del encaje en el nuevo ordenamiento constitucional 
de semejante institución o de proclamar que esta ya sólo podía explicarse por 
razones puramente históricas —que no jurídicas—, como un residuo de nuestra 
pasada confesionalidad, se embarcó en una difícil tarea de justificación que, como 
cabía esperar, le condujo a incurrir en lo que a mi parecer son algunos graves 
errores de apreciación en la hermenéutica de los preceptos iusfundamentales 
implicados.

En este sentido, la STC 24/1982 decretó la constitucionalidad del referido 
modelo de integración orgánica, y lo hizo apoyando el sentido de su fallo en dos 
aspectos fundamentales: por un lado, el Tribunal declaró que «el hecho de que el 
Estado preste asistencia religiosa católica a los individuos de las Fuerzas Armadas no sólo 
no determina lesión constitucional, sino que ofrece, por el contrario, la posibilidad de hacer 
efectivo el derecho al culto de los individuos y comunidades»; por otro, la sentencia 
manifiesta que «no padece el derecho a la libertad religiosa o de culto, toda vez que los 
ciudadanos miembros de las susodichas Fuerzas son libres para aceptar o rechazar la 
prestación que se les ofrece; y hay que entender que asimismo tampoco se lesiona el derecho 
a la igualdad, pues por el mero hecho de la prestación en favor de los católicos no queda 
excluida la asistencia religiosa a los miembros de otras confesiones, en la medida y pro-
porción adecuadas, que éstos puedan reclamar fundamentalmente, de suerte que el Estado 
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que desoyera los requerimientos en tal sentido hechos incidiría en la eventual violación 
analizada» (STC 24/1982, FJ 4.º).

De entrada, en esta resolución no se argumentó expresamente que ese mode-
lo no supusiera una confusión de funciones civiles y religiosas, tal vez porque 
ello no habría podido hacerse sin causar un cierto sonrojo y en todo caso porque 
es el propio Tribunal el que, como se ha visto, reconoce abiertamente que en ese 
modelo es el propio Estado el que presta la asistencia religiosa católica, lo que 
sin la menor duda contradice la prohibición de realizar actos de naturaleza reli-
giosa que pesa sobre los poderes públicos bajo el imperio del principio de acon-
fesionalidad.

Como es sabido, la libertad ideológica y religiosa en general, y por tanto 
también sus manifestaciones específicas como es el caso del derecho a recibir 
asistencia religiosa en particular, constituyen en nuestro ordenamiento consti-
tucional típicamente derechos de libertad en atención a su concreta configuración 
en la norma iusfundamental, y no son, obvia decirlo, derechos de prestación en 
sentido estricto, de manera que la llamada función promocional de los derechos 
humanos contemplada en el art. 9.2 CE —y especificada en el art. 2.3 de la ley 
de libertad religiosa 22— con la que se busca mejorar las condiciones de ejercicio 
de los derechos para hacer dicho ejercicio real y efectivo, removiendo las trabas 
que lo impidan o dificulten, no exige en ningún caso la realización por parte de 
los poderes públicos de la prestación que constituye el objeto típico del derecho 
en cuestión. Si el Estado opta por asumir el compromiso de realizar dicha pres-
tación, convirtiendo así al derecho en uno de prestación en sentido estricto en 
vía de su desarrollo normativo, habrá de hacerlo, necesariamente, con estricto 
sometimiento a los principios constitucionales, entre ellos al de aconfesionalidad 
—con especial incidencia en este supuesto por razones obvias una vez que el 
Tribunal ha fijado su significado esencial— y por supuesto al de igualdad.

El Tribunal evita aquí pronunciarse explícitamente acerca del primero de 
ellos porque, a tenor de su propia doctrina que prohíbe al Estado concurrir en 
sociedad en calidad de sujeto de actos de naturaleza religiosa, sería en efecto 
sencillamente imposible no decretar que el principio de aconfesionalidad ha sido 
vulnerado con el mantenimiento de ese sistema de integración orgánica en el 
que, reconocidamente, es el propio Estado el que proporciona la prestación de 

22  Según dispone esta norma, «para la aplicación real y efectiva de estos derechos, los poderes 
públicos adoptarán las medidas necesarias para facilitar la asistencia religiosa en los establecimien-
tos públicos militares, hospitalarios, asistenciales, penitenciarios y otros bajo su dependencia, así 
como la formación religiosa en centros docentes públicos».
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asistencia religiosa católica 23, y de ahí que la sentencia se apoye casi exclusiva-
mente en la noción de que con ese sistema se facilita el ejercicio del derecho, 
cuando en realidad se va mucho más allá de lo requerido por el art. 9.2 CE al 
operar la conversión del derecho en uno de prestación en sentido estricto 24.

A continuación, para justificar que con ello no se vulnera la igualdad pese a 
que esa conversión tenga lugar únicamente respecto de unos determinados ciu-
dadanos, los que profesan la religión católica, el Tribunal apela a esa otra idea 
según la cual la obligación de proporcionar la asistencia católica que asume 
concordatariamente el Estado no excluye por sí misma el derecho, del que 
supuestamente gozan los demás ciudadanos, a recibir también esa asistencia por 
parte de los poderes públicos, eso sí, se aclara, en la medida y proporción ade-
cuadas. El argumento, a mi modo de ver, en el mejor de los casos es puramente 
voluntarista. En el contexto específico del juicio constitucional de igualdad, el 
hecho de que una norma reconozca un derecho (el derecho a exigir de los poderes 
públicos la realización de la prestación que constituye su objeto típico, en este 

23  Y la prueba inequívoca de que esto es así nos la proporciona paradójicamente el propio 
Estado. La Fundación Pluralismo y Convivencia, fundación del sector público estatal creada supues-
tamente para disminuir las desigualdades entre las confesiones religiosas en materia de financia-
ción, estatutariamente tiene prohibido financiar directamente las actividades propiamente religio-
sas de las llamadas confesiones minoritarias y restringe formalmente su ámbito de actuación a la 
financiación de aquellas otras actividades de carácter social, cultural, etc., relacionadas con la 
actuación de dichas confesiones; pues bien, la justificación de esa restricción la encontramos expre-
sada sin ambages en una de las primeras memorias oficiales de aquella Fundación: financiar direc-
tamente actividades de naturaleza religiosa constituiría una vulneración del principio de aconfe-
sionalidad, se nos dice desde la propia Administración pública, aunque al parecer ese criterio no 
es aplicable, por lo que se ve, a la Iglesia católica, que se beneficia como es sabido de la financiación 
estatal directa de muchas de sus actividades netamente religiosas —entre ellas la asistencia y la 
educación religiosas en centros públicos— en nuestro vigente ordenamiento. La contradicción no 
podría ser más palmaria. Me he ocupado más extensamente de esta cuestión específica en J. R. 
Polo, «Reflexiones sobre el fundamento constitucional de la financiación pública de las confesio-
nes religiosas», en Revista General de Derecho Constitucional, 18 (2014). También publicado en 
Dimensiones de la libertad religiosa en el Derecho español, Barcelona, 2014.

24  Esta a mi juicio errónea interpretación del significado y alcance de la función promocional 
es en todo caso frecuente entre nosotros también en el terreno de la elaboración científica, y se ha 
verificado en dicho ámbito comúnmente con el propósito de justificar la pervivencia en el Derecho 
vigente de ciertas instituciones y privilegios herencia de nuestro más inmediato pasado confesional: 
como con tino ha señalado I. C. Ibán resumiendo este fenómeno, «buena parte de la doctrina 
española ha encontrado en la llamada función promocional del Estado el punto de apoyo para 
justificar la pervivencia de un modelo que privilegia a la Iglesia católica; por vía de ejemplo, si 
antes la Iglesia tenía ventajas fiscales como una manifestación más de la confesionalidad estatal, 
ahora vendrían justificadas porque el Estado debe promocionar la libertad religiosa» (I. C. Ibán, 
«El concepto de Derecho Eclesiástico», en VVAA, Derecho Eclesiástico, Madrid, 1997, p. 75).
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caso la asistencia religiosa) que sólo beneficia a los ciudadanos católicos no pue-
de justificarse en la idea de que ese derecho podría ser eventualmente reconocido 
a otros ciudadanos si así lo solicitasen, pues lo cierto es que, frente a lo que 
sostiene el Tribunal, en el momento de dictarse la sentencia —como ahora— 
nuestro ordenamiento jurídico no contemplaba a la libertad religiosa como un 
derecho de prestación en sentido estricto y, por lo tanto, a tenor de lo estipulado 
tanto en la Constitución como en la ley de libertad religiosa, lo único que fun-
dadamente podían reclamar los ciudadanos no católicos de la Administración era 
la adecuada satisfacción de la función promocional de ese derecho mediante la 
realización de las prestaciones colaterales con las que instrumentalmente se 
pudiesen mejorar sus condiciones de ejercicio (por ejemplo y en determinadas 
circunstancias objetivas, a través de los sistemas llamados de libre acceso que, de 
hecho, serían los contemplados en este terreno en el marco de los ulteriores 
acuerdos de 1992 con las llamadas confesiones minoritarias 25), pero en ningún 
caso habría podido prosperar la pretensión de que el Estado proporcionase tam-
bién directamente asistencia religiosa de otras confesiones ni al amparo de la 
Constitución ni, tampoco, bajo lo establecido en la normativa de desarrollo. A 
mayor abundamiento hay que subrayar que el privilegio —llamemos a las cosas 
por su nombre— que representaba la existencia de los cuerpos eclesiásticos cas-
trenses tenía su origen exclusivamente en el acuerdo con la Santa Sede, y tenien-
do en cuenta que lo que resulta constitucionalmente obligado para los poderes 
públicos es la cooperación con las confesiones pero no la efectiva suscripción de 
acuerdos con ellas, queda aún mas al descubierto, si cabe, la debilidad del crite-
rio empleado aquí por el Tribunal: técnicamente, en nuestro ordenamiento no 
existe un derecho de las confesiones a la celebración de dichos pactos con el 
Estado, siendo esta celebración, en puridad, el resultado de una decisión políti-
ca y discrecional de la Administración, de manera que, a falta de esa voluntad 
política de alcanzar el correspondiente acuerdo, los ciudadanos pertenecientes a 
otras confesiones carecían estrictamente de apoyo legal en el que sustentar esa 
hipotética reclamación que la sentencia, sin embargo, dice hubiese debido ser 
atendida por los poderes públicos; dicho en otros términos, la asistencia religio-
sa proporcionada por el Estado a los fieles de otras confesiones no quedaba enton-
ces excluida por el simple hecho de que esa asistencia se prestase a los miembros 
católicos de las Fuerzas Armadas, cierto es, pero quedaba en todo caso jurídica-
mente excluida —y esto me parece lo verdaderamente relevante desde la óptica 
del test de constitucionalidad— por el hecho de que no existía en ese momento 
en nuestro ordenamiento una disposición, general o específicamente consagrada 

25  Se trata de los acuerdos suscritos con la FEREDE, la FCI y la CIE (Leyes 24, 25 y 26/1992).
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por la vía acordada, por la que los poderes públicos estuviesen también obligados 
a proporcionar la asistencia religiosa a los ciudadanos pertenecientes a otras 
religiones distintas a la católica. Si bien se mira, es la propia sentencia la que 
viene implícitamente a reconocerlo así, pues en vez de proclamar que por el mero 
hecho de la prestación estatal de asistencia religiosa a los católicos no queda 
excluida esa misma prestación estatal respecto de quienes profesan otros cultos, lo 
que afirma exactamente, de manera muy significativa, es que lo que por aquel 
hecho no queda excluida es «la asistencia religiosa a los miembros de otras con-
fesiones», que obviamente es algo muy distinto; y en efecto es así, puesto que 
esa asistencia acatólica podía entonces demandarse en tanto que integrante del 
contenido constitucional de la libertad religiosa concretado en su correspondien-
te ley orgánica, pero, sin embargo, en modo alguno podía reclamarse fundada-
mente en estos otros supuestos la prestación estatal de dicha asistencia en térmi-
nos parangonables a los que tenían lugar en el acuerdo con la Santa Sede.

En cualquier caso, quien sabe si consciente de algunos de estos problemas 
que suscita el sentido del fallo, el Tribunal parece haber querido curarse en salud, 
si se me permite la expresión coloquial, con ese lacónico «en la medida y pro-
porción adecuadas» con el que condiciona el alcance de la reclamación que en 
este terreno, según nos dice, podían haber realizado legítimamente quienes 
profesaban otras religiones, pues bajo aquella fórmula cabría tal vez entender 
justificada la diferencia de trato pese a que dicha diferencia concierna en este caso 
al régimen básico de ejercicio del derecho fundamental, distinto para unos u 
otros ciudadanos precisamente en función de su particular adscripción religiosa. 
Si así fuese, la sentencia estaría abrazando un entendimiento proporcional de la 
igualdad en materia de libertad religiosa que, por lo demás, ha tenido un amplio 
eco especialmente entre un sector de la doctrina científica —se ha hablado abier-
tamente en este ámbito de la justicia distributiva 26 o de la igualdad de proporciona-
lidad 27— ya desde que, tempranamente, fuese formulada una conocida teoría de 
los principios informadores del Derecho Eclesiástico español 28. Esta concepción, 

26  Cfr. E. Molano, «El Derecho eclesiástico en la Constitución española», en VVAA, Las 
relaciones entre la Iglesia y el Estado. Estudios en memoria del Profesor Pedro Lombardía, Madrid, 1989, 
p. 304.

27  Cfr. J. M. González del Valle, «Posición jurídica de las confesiones religiosas», en 
VVAA, Derecho Eclesiástico del Estado español, Pamplona, 1983, p. 279.

28  Como es notorio, esta concepción proporcional —o, si se quiere, sociológicamente propor-
cional— del principio de igualdad religiosa ha hecho singular fortuna entre un cierto sector de la 
dogmática eclesiasticista, pero también ha tenido algún eco en otros ámbitos de la doctrina publi-
cista. Sirva ahora como ejemplo el siguiente razonamiento de E. Espín: «las facilidades y ayudas 
que el Estado pueda proporcionar a las diversas confesiones ha de estar modulada [sic] por un 
criterio proporcional al apoyo respectivo en la población, lo que hace natural que la confesión más 
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que ha dado lugar entre nosotros a nociones a mi juicio tan extravagantes como 
la teoría del llamado paradigma extensivo 29, resulta particularmente cuestiona-
ble desde la óptica del vigente sistema constitucional de derechos fundamentales 
en el que, si algún significado esencial ha de caracterizar medularmente al prin-
cipio de igualdad, ese ha de ser precisamente el relacionado con la idea de que 
el régimen jurídico de reconocimiento y disfrute de los derechos y libertades ha 
de extraerse radicalmente del ámbito contingente de las mayorías políticas y 
sociales, dado que si reconocidamente la igualdad exige tratar de modo igual a 
quienes se encuentran en una situación comparable, en materia de derechos 
fundamentales no hay duda de que todos los ciudadanos se encuentran de parti-
da en dicha situación; como ha hecho notar Rubio Llorente, frente a la idea, por 
lo demás acertada, de que la igualdad no es uniformidad ni igualitarismo jurí-
dico, este de los derechos fundamentales es precisamente el único terreno en el 
que cabe legítimamente reclamar un entendimiento rigurosamente igualitario del 
principio de igualdad 30. En definitiva, en materia de libertad religiosa, el carác-

extendida reciba más facilidades, sin que ello pueda tacharse de discriminatorio» (E. Espín, «Los 
derechos de la esfera personal», en VVAA, Derecho Constitucional, I, Valencia, 1997, p. 211).

29  El significado de esa noción se condensa en la siguiente formulación del sentido que se 
atribuye aquí al principio de igualdad religiosa, al que supuestamente estaría dando acogida 
nuestra ley de leyes: «de tanta libertad y de tanto reconocimiento jurídico de su especificidad 
diferencial como goce la Iglesia Católica —en estos momentos la de mayor arraigo y complejidad 
orgánica en la sociedad española—, de otro tanto pueden gozar el resto de las confesiones» (P. J. 
Viladrich, «Los principios informadores del Derecho Eclesiástico español», en VV. AA., Derecho 
Eclesiástico del Estado español, Pamplona, 1983, p. 235). Según ello, como se ve, nada menos que la 
libertad de las confesiones, y, conforme al imperante principio personalista, por tanto también en 
última instancia de los individuos que las integran, no depende de su reconocimiento en plenitud 
por parte de la Constitución en el contexto del régimen común de derechos y libertades como 
cabría esperar sino, más bien, del ámbito de libertad previamente reconocido por el Estado a la 
Iglesia católica, al que ulteriormente y por emulación podrán tener acceso los restantes cultos y 
que constituirá, por así decirlo, el referente máximo al que estos últimos pueden aspirar. Se me 
ocurren pocas maneras tan resumidamente acertadas de refutar la validez iusfundamental de esta 
tan peculiar noción como la que ha empleado I. C. Ibán al sentenciar, con toda razón, que en esa 
formulación, «sustitúyase la expresión Iglesia católica por cualquier otra y nadie estará dispuesto 
a admitir esos planteamientos» (I. C. Ibán, «Las confesiones religiosas», en VV. AA., Curso de 
Derecho eclesiástico, Madrid, 1991, p. 223); ciertamente, así me lo parece.

30  Cfr. F. Rubio Llorente, «La igualdad en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
Introducción», en VV. AA., El principio de igualdad en la Constitución española, I, Madrid, 1991, p. 707; 
lo ha venido a significar también con todo acierto L. Prieto, al postular que, «en buena lógica, 
parece que el concepto de minoría religiosa habría de resultar jurídicamente inservible o irrele-
vante en el marco de un ordenamiento aconfesional, pluralista y respetuoso con la libertad de 
conciencia; pues si, de un lado, «se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto» (art. 16.1.º 
C.E.), y, de otro, se proscribe cualquier género de discriminación por razón de las creencias u 
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ter mayoritario de una determinada confesión no puede —o no debería— servir 
de justificación constitucional de los beneficios y privilegios que eventualmente 
puedan serle concedidos por el ordenamiento jurídico a los individuos que la 
integran, y así quedó claramente establecido por el Comité de Derechos Huma-
nos de Naciones Unidas en su Observación general al artículo 18 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 20 de julio de 1993, 31 que, no 
se olvide, resulta determinante del contenido constitucionalmente declarado del 
art. 16 de nuestra Constitución merced a lo dispuesto en el canon hermenéutico 
consagrado en el art. 10.2 de esta última 32.

opiniones (art. 14 C. E.), diríase que profesar una fe mayoritaria, minoritaria o no profesar ningu-
na, constituye un elemento de imposible relevancia normativa o, lo que es igual, no apto para 
justificar un tratamiento, privilegiado o represor» (Cfr. L. Prieto Sanchís, «Las minorías reli-
giosas», en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, IX (1993), p. 153; en similar sentido, lo han 
puesto asimismo de relieve G. Suárez Pertierra y F. Amérigo en los siguientes términos: «la 
igualdad ante la ley se equipara a la proporcionalidad: lo que se postula no son tratamientos estric-
tamente paritarios, sino proporcionalmente diferentes. La prohibición de discriminación, por el 
contrario, se equipara, en principio, al término de paridad, paridad de rato en materia de raza, 
sexo, religión, etc. Lo que prohíbe, en definitiva, es la diferencia de trato basada en las cuestiones 
a las que se refiere el artículo 14 de la Constitución» (G. Suárez Pertierra y F. Amérigo, 
«Artículo 14. Igualdad ante la ley», en O. Alzaga (Dir.), Comentarios a la Constitución española 
de 1978, II, Madrid, 1997, p. 262); en suma, como resumidamente ha concluido E. García de 
Enterría, «el reconocimiento constitucional de la libertad religiosa, artículo 16 de la Constitución, 
elimina la posibilidad de toma en consideración de esta circunstancia [la profesión religiosa] como 
determinante de discriminación o privilegio (artículo 14 de la Constitución)» (E. García de 
Enterría, Curso de Derecho Administrativo, II, Madrid, 1996, p. 26).

31  Así en efecto, en el apartado 9 de esta importantísima y esclarecedora Observación general 
puede leerse que «el hecho de que una religión se reconozca como religión de Estado o de que se 
establezca como religión oficial o tradicional, o de que sus adeptos representen la mayoría de la 
población no tendrá como consecuencia ningún menoscabo del disfrute de cualquiera de los dere-
chos consignados en el Pacto, comprendidos los artículos 18 y 27, ni ninguna discriminación 
contra los adeptos de otras religiones o los no creyentes. En particular, determinadas medidas que 
discriminan en contra de estos últimos, como las medidas que sólo permiten el acceso a la función 
pública de los miembros de la religión predominante, o que les conceden privilegios económicos 
o imponen limitaciones especiales a la práctica de otras creencias, no están en consonancia con la 
prohibición de discriminación por motivos de religión o de creencias y con la garantía de igual 
protección en virtud del artículo 26».

32  Es cierto que la doctrina del Tribunal Constitucional suele prestar una incomparablemen-
te mayor atención a las previsiones del Convenio Europeo y a las consiguientes determinaciones 
de la Corte de Estrasburgo en esta materia pero, como ha puesto de relieve A. Sainz Arnaiz, esta 
usual falta de atención por parte de nuestra jurisprudencia constitucional a lo declarado por el 
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas carece por completo de justificación a partir 
de lo dispuesto en el art. 10.2 de nuestra Carta Magna y debería por tanto ser revisada y corregida, 
habida cuenta de que las Observaciones de dicho Comité en rigor son tan vinculantes para el Juez 
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No obstante y volviendo ya directamente al contenido de la STC 131/2013, 
todo ello no ha sido óbice para que también otros magistrados discrepantes del 
sentido del fallo hayan recurrido en sus argumentaciones a esa misma noción de 
la que se ha dado en llamar igualdad de proporcionalidad, al objeto de justificar 
constitucionalmente el particular tratamiento normativo especial que fue objeto 
de impugnación en este caso.

Así se aprecia en el planteamiento realizado por don Ramón Rodríguez 
Arribas en su voto particular, en el que, por otra parte y con el propósito de 
justificar constitucionalmente la diferencia normativa en cuestión, se apela tam-
bién a determinados argumentos que, a todas luces, sencillamente no son jurí-
dicos y carecen de relevancia alguna en el contexto del test de igualdad que 
corresponde llevar a cabo al supremo intérprete de la Constitución, tales como 
el hecho de que la Iglesia católica fue la creadora de las primeras universidades 
o el no menos peregrino argumento —dicho sea esto estrictamente desde la 
óptica del juicio de constitucionalidad— de que las universidades eclesiásticas 
son las que mantienen en la actualidad el mayor prestigio 33, argumentos en los 

de la Constitución en la búsqueda del contenido constitucionalmente declarado de los derechos 
como lo son las sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Cfr. A. Saiz Arnaiz, La 
apertura constitucional al Derecho internacional y europeo de los derechos humanos. El artículo 10.2 de la 
Constitución española, Madrid, 1999, págs.  116-34).

33  «Esta distinción respecto de la Iglesia católica en cuanto a las demás Universidades privadas y que 
tiene puro carácter formal, no está carente de fundamento objetivo, contra lo que también se afirma en la 
sentencia de la mayoría, pues aparte de que absolutamente nadie, fuera del presente recurso, ha protestado por 
ello, tiene su origen en la doble condición del singular estatus internacional de la Iglesia, del que carece cual-
quier otra confesión religiosa, u otros eventuales promotores de Universidades privadas, y de la circunstancia, 
históricamente contrastada, de que precisamente fue aquélla la creadora de las primeras Universidades y de 
las que mantienen el máximo prestigio en la actualidad. No es posible adivinar en qué puede afectar al 
principio de igualdad una mínima diferencia formal entre quienes son evidentemente desiguales» (FJ 2). Creo 
haber demostrado ya que la distinción, ni es nimia ni tiene un puro carácter formal como aquí se 
indica, sino que, antes bien, tiene importantes consecuencias materiales que desnaturalizan el 
entero esquema legal de reconocimiento, en tanto este establece un régimen común en desarrollo 
directo del derecho fundamental concernido que no admite excepciones como la impugnada sin 
grave quebranto de la coherencia interna del sistema de reconocimiento instaurado. Por otra par-
te, el singular estatus internacional que en efecto se reconoce a la Iglesia en nuestro ordenamiento 
tiene determinadas consecuencias jurídicas entre nosotros, por ejemplo las que atienden a la 
naturaleza de los pactos que el Estado suscribe con esta confesión (la propia de los tratados inter-
nacionales), pero en modo alguno puede interferir en el normal desenvolvimiento del juicio cons-
titucional de igualdad en materia de reconocimiento y disfrute de los derechos fundamentales, 
sólo condicionado este último por las normas iusfundamentales que rigen el sistema de derechos 
y libertades a las que también se encuentran supeditados, obvia decirlo, los tratados internaciona-
les suscritos con la Santa Sede. Por lo demás, honestamente he de decir que se me escapa por 
completo la relevancia que pueda tener en el mencionado juicio de constitucionalidad el hecho de 
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que coincide parcialmente el autor de otra de las opiniones disidentes 34. Ello 
aparte, este magistrado recurre en efecto al entendimiento sociológicamente 
proporcional del principio de igualdad religiosa en la ley de leyes, y lo hace en 
los siguientes e inequívocos términos: «Por último, el artículo 16.3 CE cuando, 
después de establecer que ninguna confesión tendrá carácter estatal, proclama que «los 
poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y man-
tendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás 
confesiones» no cita expresamente a la Iglesia católica como un ejemplo de confesión, como 
parece latir en algún pasaje de la sentencia de la que me aparto, si no que ha de ponerse 
en relación con el mandato a los poderes públicos de tener en cuenta las creencias religiosas 
de los españoles, mayoritariamente asentadas en dicha institución religiosa, lo que también 
sirve de objetiva justificación para esa mínima consideración formal que ahora se anula, 
con innecesario agravio» (FJ 3). Alguien podría tal vez entender, como así lo ha 
hecho por ejemplo J. L. Martínez López-Muñiz en su excelente análisis de toda 
esta cuestión 35, que lo que era realmente innecesario es el privilegio legalmente 
consagrado en favor de las universidades católicas, dada la amplitud con la que 
nuestra Constitución reconoce y garantiza la libertad de enseñanza en materia 
universitaria, y esta posición estaría además avalada por lo dispuesto en el 
Preámbulo del Acuerdo con la Santa Sede en el que, significativamente, la propia 
Iglesia católica, consciente sin duda de esa gran amplitud y en apariencia plena-
mente satisfecha por tanto con las posibilidades que el régimen común en esta 
materia le ofrece para desarrollar libremente sus actividades en este terreno, 

que nadie más, fuera del presente recurso, haya cuestionado la validez de la norma —no sabemos 
si se refiere este magistrado a un cuestionamiento judicial, social, o de alguna otra naturaleza—, 
como si ello pudiese constituir un argumento de algún peso en la verificación efectiva del control 
de constitucionalidad, cosa que me permito poner en duda.

34  Se trata del voto formulado por don Francisco José Hernando, en el que puede leerse lo 
que sigue: «Si, como recuerda la propia sentencia, la «ley de reconocimiento» no tiene carácter constitutivo 
sino que posee propiamente la naturaleza de una autorización que «sirve para garantizar la calidad de la 
docencia e investigación y, en general, del conjunto del sistema universitario, así como para asegurar que las 
Universidades disponen de los medios y recursos adecuados para el cumplimiento de las funciones que, en 
relación con la educación superior, les ha asignado el legislador», la consecuencia que debió obtenerse es que la 
dispensa tiene una justificación objetiva tan notoria como lo es la larga tradición de la Iglesia Católica en el 
campo de la enseñanza superior —hasta el punto de que la universidad como tal nace en el seno de la Iglesia— 
que le ha llevado a constituir múltiples Universidades en numerosos países, pudiéndose afirmar que la Iglesia 
católica es, mundialmente, la institución con mayor dedicación a la educación universitaria. Esta especial 
cualificación ha sido obviada en la sentencia, que no advierte ninguna diferencia en este campo entre la Igle-
sia Católica y cualquier particular que pretenda alumbrar una universidad» (FJ 2).

35  Cfr. J. L. Martínez López-Muñiz, «Régimen de las universidades privadas», loc. cit., 
pág. 1269.
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renuncia expresamente a cualquier situación de discriminación o privilegio 36. 
Sea como fuere, lo cierto es que Rodríguez Arribas abraza abierta y decididamen-
te la tesis de la igualdad de proporcionalidad en su versión, por así decirlo, más 
estricta, hasta el punto de afirmar, como se ha visto, que la Iglesia católica no es 
mencionada en el art. 16.3 meramente como un ejemplo de confesión sino como 
la confesión mayoritaria de la sociedad española y, en consecuencia, merecedora 
de un tratamiento normativo especial y mas beneficioso. Sobre ello volveré bre-
vemente al final de estas páginas.

Desde una perspectiva semejante, considera por su parte don Juan José Gon-
zález Rivas en su correspondiente voto particular, apoyándose igualmente en lo 
dictaminado en la sentencia del Tribunal Constitucional de 13 de mayo de 1982, 
que la exención legal objeto de impugnación no constituye «un privilegio consti-
tucionalmente prohibido, porque responde a una justificación objetiva y razonable que, 
además, tiene apoyo directo en el artículo 16.3 CE, al reconocer que el Estado entable 
relaciones especiales de cooperación con la Iglesia Católica en atención a las singularidades 
que la caracterizan y distinguen del resto de confesiones religiosas con las que el Estado 
colabora. Esta posición de la Iglesia Católica, partiendo del dato histórico de la presencia 
principal de las Universidades de la Iglesia Católica en la gestación y transmisión del 
conocimiento, determina la existencia de elementos diferenciales, suficientemente válidos, 
que introducen una justificación objetiva y razonable del trato legal diferente» (FJ 1).

En la misma línea, sostiene don Francisco José Hernando en su voto parti-
cular que «Para la sentencia de la que discrepo el legislador estableció una diferencia de 
trato entre las Universidades privadas que es incompatible con el artículo 14 CE, pues no 
es posible «encontrar finalidad objetiva y razonable que justifique el establecimiento del 
tratamiento diferenciado entre las distintas Universidades privadas». A mi juicio, la 
sentencia no acierta en la elección del término de comparación, pues la norma anulada no 
contemplaba «un trato diferenciado entre Universidades privadas», como se insiste repe-
tidamente en la sentencia; antes al contrario, lo que se establece es que las Universidades 
de la Iglesia Católica «se acomodarán a la legislación que se promulgue con carácter 
general, en cuanto al modo de ejercer estas actividades» (art. X.1 de Acuerdo entre el 
Estado español y la Santa Sede). En realidad, lo que la disposición contempla es un tra-
to diferenciado de los promotores de Universidades privadas, de modo que la comparación 
debió establecerse entre la Iglesia Católica y el resto de personas, físicas o jurídicas, even-
tualmente promotoras de Universidades privadas» (FJ 2). No hace falta ser muy 

36  Según establece en efecto el Preámbulo del Acuerdo sobre enseñanza y asuntos culturales 
entre el Estado español y la Santa Sede, de 3 de enero de 1979, «la Iglesia debe coordinar su misión 
educativa con los principios de libertad civil en materia religiosa y con los derechos de las familias 
y de todos los alumnos y Maestros, evitando cualquier discriminación o situación privilegiada» (La 
cursiva es mía).
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perspicaz para intuir ya en esta sola argumentación un propósito de trasladar la 
cuestión a un terreno, el del estatuto de las confesiones en el ordenamiento esta-
tal, en el que pueda esgrimirse el enunciado del art. 16.3 CE como elemento 
constitucionalmente justificador de la diferencia de trato, y efectivamente a 
continuación se verá confirmado este objetivo, pero, incluso desde la óptica de 
ese propósito la distinción planteada por este magistrado se antoja un tanto 
artificiosa, si es que no acaso directamente innecesaria: las universidades priva-
das, como categoría legalmente acuñada por nuestro ordenamiento, no son sino 
el resultado del ejercicio del derecho fundamental consagrado en el art. 27.6 de 
la Carta Magna, y por lo tanto hablar del establecimiento de un régimen jurídi-
co específico para las universidades católicas viene a ser lo mismo que hacerlo de 
la instauración de un estatuto especial aplicable en este terreno a la Iglesia cató-
lica en el ejercicio de ese derecho fundamental; la distinción entre ambos aspec-
tos, por lo tanto, me parece a esos efectos carente de la funcionalidad con la que 
aparentemente se formula. Sentado esto, uno de los elementos considerados por 
este magistrado como de gran relevancia constitucional a la hora de entender 
justificada la diferencia de tratamiento dispensado a la Iglesia católica —confir-
mándose así el propósito antes sólo intuido—, es precisamente «la explicitación 
en el artículo 16.3 CE del deber de los poderes públicos de mantener relaciones de coopera-
ción con la Iglesia Católica. Así lo pusimos de manifiesto en la STC 24/1982, de 13 de 
mayo, a propósito de la asistencia religiosa a las fuerzas armadas, quedando esclarecido 
que no hay situación de privilegio, sino de cooperación con las instituciones públicas del 
Estado, por el hecho de que se contemple y regule una determinada y singularizada par-
ticipación de la Iglesia en el ámbito público» (FJ 2). En efecto parece obvio que por 
ese solo hecho no hay privilegio, aunque no lo es menos, en mi opinión, que 
cuando esa regulación singularizada de la posición de la Iglesia atañe a las con-
diciones más elementales del ejercicio de un derecho fundamental, aquellas que 
conciernen a su desarrollo directo, y se verifica en términos más beneficiosos que 
los aplicables a sus restantes sujetos titulares, la cuestión adquiere entonces un 
cariz bien distinto y resulta muy difícil no percibir en ello una discriminación 
constitucionalmente ilegítima.

Un similar planteamiento vinculado a esa suerte de concepción sociológica-
mente proporcional de la igualdad religiosa late perceptiblemente en el trasfon-
do del voto particular presentado por don Andrés Ollero, en el que también se 
apela a la nítida doctrina —como aquí es calificada— establecida en la sentencia 
de 1982 en la que el Tribunal Constitucional validó la subsistencia de los cuer-
pos eclesiásticos castrenses: «Mi segundo motivo de sorpresa —que justifica alusiones 
anteriores aparentemente ajenas al caso— deriva del decidido propósito de la sentencia de 
entender que lo que no hubiera constituido discriminación alguna para las «demás confe-
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siones religiosas» sí cobra tal carácter respecto a las demás Universidades privadas. Es 
obvio que las confesiones religiosas con significativo reflejo en las creencias de la sociedad 
española tienen derecho a beneficiarse de la «consiguiente» cooperación de los poderes públi-
cos a que insta el artículo 16.3 CE. No es fácil encontrar en el mismo texto constitucional 
pasaje alguno que dote de similar derecho a las Universidades privadas. Lo que en el caso 
contemplado en la sentencia anterior [se refiere a la STC 24/1982] no daba pie a cons-
tatar un objetivo y razonable fundamento sobre la existencia de discriminación en favor 
de la Iglesia Católica se convierte ahora, de modo para mí misterioso, en fundamento de 
la por tantas vías argumentales sucesivamente perseguida discriminación de unas Univer-
sidades privadas ajenas al recurso» (FJ 3). Partiendo de estas premisas, concluye 
expeditivo este magistrado afirmando lo que sigue: «No me parece quepa duda de 
que la «cooperación» con la Iglesia Católica, «consiguiente» a su presencia en las creencias 
de la sociedad española, reconocida en su momento como capaz de justificar la existencia 
de un cuerpo de funcionarios confesional, habilita con creces para reconocer solvencia para 
crear Universidades a quien las inventó. Comprendo sin embargo que, desde la seráfica 
neutralidad propia de un laicismo ingenuamente neutralizador, se considere víctima de 
inconsciente parcialidad a quien sugiera que la existencia de un expreso mandato consti-
tucional sea fundamento suficientemente objetivo y razonable como para descartar toda 
discriminación. Algo dejó escrito mi paisano Antonio Machado sobre «el celo sacerdotal 
de los incrédulos»» (FJ 3).

Dejando ahora al margen las últimas apreciaciones de este magistrado en las 
que se emplean expresiones que me parecen sencillamente impropias de la argu-
mentación jurídica que corresponde a la sede en la que se realizan 37, la adhesión 
del autor del voto a la concepción sociológicamente proporcional de la igualdad 
religiosa resulta clara y, en la lógica interna de su planteamiento, plenamente 
coherente con el sentido de sus objeciones al fallo, en el sentido de que si la 
cooperación con las confesiones, así como el tratamiento más o menos beneficio-
so que de ella pudiera derivarse, han de llevarse a cabo con estricta dependencia 
del mayor o menor arraigo sociológico de estas y ello permitió al Tribunal Cons-

37  Entiendo que también lo son del ámbito de la elaboración científica, pese a lo cual en esta 
otra sede, y especialmente en el ámbito de la doctrina eclesiasticista, encontramos ocasionalmente 
formulaciones semejantes, incluyendo alguna que otra mención al tan traído y llevado «virus del 
relativismo», una mención que leída en escritos pretendidamente científicos en el mejor de los 
casos resulta un tanto abochornante; obviamente, a este tipo de planteamientos no se puede res-
ponder con un mínimo de seriedad en sede científica, y acaso solo reste objetar frente a ellos, por 
mantener la discusión en el mismo terreno y siguiendo con el ejemplo apuntado, que tal vez no 
se trate de un virus sino más bien de una bacteria, dicho sea con el ruego de que se me admita la 
pequeña nota de humor ya que honestamente creo que tales posiciones no pueden ser tomadas de 
otro modo.
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titucional, en 1982, avalar la constitucionalidad del modelo de integración 
orgánica con el que se establecía un distinto régimen de ejercicio del derecho a 
recibir asistencia religiosa para los ciudadanos católicos, entonces el derecho de 
fundación docente universitaria —y hay que suponer que cualquier otro— debe-
ría también poder ver modificado su contenido en función de lo pactado con las 
confesiones y conforme a la singularidad diferencial de cada una de ellas, sin que 
todo ello ocasione una ilegítima discriminación ni entre las diversas confesiones 
religiosas ni tampoco por tanto entre las distintas universidades que, en defini-
tiva, son el resultado del ejercicio de aquel derecho.

En mi opinión y por las razones ya explicitadas, tanto la idea misma de la 
igualdad de proporcionalidad como el papel que en este tipo de planteamientos 
se asigna a la regulación concordataria en el desarrollo directo de los derechos 
fundamentales, resultan ambos particularmente discutibles en nuestro sistema 
constitucional.

Con todo, en último término el criterio general que aboga por la concepción 
sociológicamente proporcional del principio de igualdad religiosa y al que, como 
se ha visto, apelan la mayor parte de los magistrados objetantes en sus respecti-
vos votos particulares, no ha encontrado acogida en la STC 131/2013, aunque 
es justo reconocer que la sentencia, en la medida en la que no detecta la existen-
cia de la especialidad en el propio texto concordatario sino en la ley, elude la 
cuestión de fondo que pudiera plantearse a propósito del significado del art. 16.3 
como legitimador de un tratamiento jurídico más beneficioso concedido por la 
vía acordada a unas u otras confesiones en función de su mayor o menor arraigo 
sociológico y, singularmente, a la Iglesia católica especialmente mencionada en 
el texto iusfundamental; ni tan siquiera se pronuncia la sentencia, en términos 
meramente dialécticos como hace a menudo en otras resoluciones, acerca de las 
consecuencias previsiblemente también invalidantes que hubiese tenido el hecho 
de que la especialidad estuviese en efecto consagrada en la norma acordada, como 
pretendía el Consejo de Estado, y por tanto no podemos saber con certeza si, de 
haberse conducido de ese modo el juez de la Constitución, este hubiese también 
rechazado la aplicación aquí del referido concepto proporcional del principio de 
igualdad religiosa como yo entiendo que debería haberlo hecho.

4.  UNA BREVE REFLEXIÓN FINAL

Ya desde muy temprano la específica mención constitucional a la Iglesia 
católica en el art. 16.3 suscitó ciertos recelos derivados de la percepción de que, 
con dicha mención, podría estar dándose amparo a una suerte de confesionalidad 
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encubierta o podría de algún modo estar prestándose una cobertura formal para 
entender después constitucionalmente justificado, ya en el terreno del desarrollo 
legislativo, un tratamiento normativo especial y por supuesto más beneficioso 
para la confesión que antaño fuese la oficial de la Nación y que ahora, merced a 
este enunciado iusfundamental, se habría hecho también acreedora a un trato 
especial en el nuevo régimen político en atención a su condición de religión 
sociológicamente mayoritaria.

Ese precepto constitucional, en sí mismo, resultaba en efecto ciertamente 
problemático y sólo algunos autores, entre ellos destacadamente J. A. Souto, han 
llamado la atención sobre el hecho de que realmente las razones subyacentes a 
su aprobación no fueron de orden estrictamente jurídico sino que, más bien, 
atendieron a la necesidad de prestar algún tipo de cobertura, siquiera formal, en 
el nuevo ordenamiento constitucional a unos acuerdos con la Santa Sede que 
estaban ya siendo negociados en paralelo al desarrollo del proceso constituyente, 
y todo ello a modo de contrapartida por el apoyo prestado por la jerarquía ecle-
siástica al proceso de transición al régimen democrático 38. La explicación es, en 
mi opinión, acertada y profundamente realista, pero lo cierto es que la aproba-
ción final del precepto dejó en el aire algunos interrogantes acerca del significa-
do que eventualmente habría de atribuirse tanto a esa mención específica como, 
mas ampliamente, a la referencia a la obligación de «tener en cuenta» las creen-
cias religiosas de la sociedad española, una formulación no menos problemática 
y que, como asimismo ha apuntado con perspicacia el autor que acabo de citar, 
obliga al Estado a realizar una especie de ejercicio de sociología religiosa cuando 
menos dudosamente compatible con el significado atribuido por la jurispruden-

38  Paradigmática en este sentido la posición de J. A. Souto, «Cooperación del Estado con 
las confesiones religiosas», en Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, 84 
(1995), págs.  368 y ss.; con igual perspicacia ha hecho notar L. Prieto Sanchís que, «salvo que 
adoptemos una perspectiva estrechamente formalista, los Acuerdos no representan ningún desa-
rrollo constitucional; ellos son el fruto de una negociación que no se conecta con ningún modelo 
previo de Derecho eclesiástico español, sino que se produce al tiempo que se modelo iba tomando 
forma. En otras palabras: las bases del Derecho eclesiástico español fueron diseñadas en 1978 
mediante un complejo proceso legislativo en el que se aúnan decisiones constituyentes unilatera-
les y transacciones bilaterales» (L. Prieto Sanchís, «El Derecho eclesiástico de la década consti-
tucional», en Revista de Estudios Políticos, 66 (1989), p. 95), y, similarmente, ha puesto de relieve 
F. Rey que «el constituyente no fue totalmente libre en relación con la regulación de […] la 
posición privilegiada de la Iglesia católica en nuestro ordenamiento a partir de los Acuerdos inter-
nacionales que entraron en vigor más tarde pero que fueron gestados de modo paralelo a la elabo-
ración del propio texto constitucional. Esto ha determinado, en gran medida, que los Acuerdos no 
hayan sido interpretados a la luz de la Constitución, sino justo al revés» (F. Rey, «La decisión del 
constituyente en materia de conciencia y religión», en A. Barrero y M. Terol (Coords.), La 
libertad religiosa en el Estado social, Valencia, 2009, p. 110).
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cia constitucional al principio de aconfesionalidad 39 —convierte por lo tanto al 
sujeto de ese mandato en lo que podríamos denominar una suerte de Estado 
sociólogo de la religión-; se trata de un fenómeno que, por otra parte, es en alguna 
medida extrapolable en términos generales a todas aquellas normas que estable-
cen un régimen especial para la libertad religiosa (o si se quiere para el fenóme-
no religioso en su proyección civil) y que por ello mismo obligan indefectible-
mente a los poderes públicos a pronunciarse acerca de qué es y qué no es la 
religión o lo religioso 40, lo que por su parte ha llevado recientemente al Tribunal 
Supremo del Reino Unido a hablar aquí de que esa necesidad de definir lo que 
es o lo que no es la religión en determinados preceptos legales obliga al Estado 
a entrar en disquisiciones que son más propias del ámbito de la teología y que, 
en principio, le deberían ser ajenas —le convierte, podríamos decir, en un Esta-
do teólogo—, poniéndose así en duda que esa actuación de los poderes públicos 
esté en consonancia con el ámbito propio de sus funciones y competencias en el 
ordenamiento constitucional 41.

Todas estas cuestiones son sobradamente conocidas y, además, se sitúan 
actualmente en el epicentro del debate científico en torno a eso que se ha dado 
en llamar el tratamiento jurídico del factor o del fenómeno religioso en los orde-
namientos estatales o, también, de las relaciones Iglesia-Estado.

Tras la aprobación de la Constitución, en un primer momento, por lo gene-
ral pocos autores propugnaron abiertamente un significado del art. 16.3 que en 
efecto implicase un régimen privilegiado para la confesión mayoritaria y consti-
tucionalmente dotada de una mención específica, tal y como, de hecho, desde 
algunos sectores sí se había solicitado ya incluso durante el proceso de elabora-
ción del texto constitucional 42. Quizás las más que evidentes dificultades para 

39  Cfr. J. A. Souto, «Veinticinco años de cuestión religiosa y su solución constitucional», 
en Revista de Derecho Político, 58-59 (2003-2004), págs.  184-85.

40  Vid. más ampliamente sobre ello J. R. Polo, «El significado constitucional de la libertad 
religiosa», en Laicidad y Libertades. Escritos Jurídicos, 13 (2013). También publicado en IDEM, 
Dimensiones de la libertad religiosa en el Derecho español, Barcelona, 2014.

41  Se trata de la sentencia de 11 de diciembre de 2013 en el llamado caso Hodkin (R (on the 
application of Hodkin and another) (Appellants) v Registrar General of Births, Deaths and Marriages 
(Respondent) [2013] UKSC 77). Un incisivo análisis del contenido de la sentencia, en la que por 
otra parte el Tribunal no lleva ese criterio hasta sus últimas consecuencias jurídicas e incurre 
paradójicamente, por ello mismo, en algunas consideraciones que en efecto son más propias de la 
discusión teológica, puede verse, entre otros, en R. Sandberg, «Defining the Divine», en Eccle-
siastical Law Journal, 16 (2014), págs.  201-02.

42  Harto reveladoras en ese sentido las palabras C. Albiñana, en un momento en el que esta-
ba aún desarrollándose el proceso constituyente, instando este autor a tener en cuenta «la especial 
y bien ganada consideración que la Iglesia Católica tiene en España tanto por razones históricas, 



LAS OBJECIONES A LA DECLARACIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD...

© UNED. Revista de Derecho Político
N.º 95, enero-abril 2016, págs. 39-82

79

hacer compatible esa posición con la vigencia del principio de igualdad y no 
discriminación propiciaron que ello fuese así, aunque lo cierto es que la que 
hemos dado en llamar concepción sociológicamente proporcional del principio 
de igualdad religiosa no tardó en abrirse camino entre un amplio sector de la 
doctrina científica, fundamentalmente a raíz de su temprana formulación en la 
teoría de los principios informadores del Derecho Eclesiástico español que tan 
singular fortuna ha hecho entre nosotros, en los términos que ya han quedado 
sucintamente expuestos.

En los primeros años de andadura del régimen constitucional, y de hecho ya 
durante el transcurso del proceso constituyente, las críticas planteadas en el 
ámbito doctrinal en relación con un enunciado constitucional, el del art. 16.3, 
que en sí mismo aparentemente parecía llevar implícito el germen de la discri-
minación y del tratamiento mas beneficioso a unas u otras confesiones en función 
de su mayor o menor presencia sociológica entre nosotros y, especialmente, 
parecía propiciar el tratamiento privilegiado de la religión tradicionalmente 
mayoritaria en nuestro país —se habló entonces, por ejemplo, de una confesiona-
lidad encubierta en el precepto iusfundamental 43—, fueron a menudo contestadas 
tratando aparentemente de restar importancia a la mención especial a la Iglesia 
a la que, se objetaba, debía atribuirse una carácter testimonial o meramente 
simbólico como reflejo de la confesionalidad sociológica del pueblo español y a 
la que, en consecuencia, no debía concebirse en el plano jurídico como portado-
ra de ningún tipo de confesionalidad solapada o encubierta que sirviese even-
tualmente de amparo a discriminaciones o privilegios en este terreno.

El transcurso del tiempo y los desarrollos legislativos acaecidos desde enton-
ces parecen sin embargo haber desmentido estas refutaciones, y el entendimien-
to sociológicamente proporcional de la igualdad religiosa que se ha extendido 
entre la doctrina científica y que ha tenido ocasionalmente algún reflejo en los 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional, sirviendo a menudo para justi-
ficar determinados estatutos privilegiados en favor de la Iglesia católica en nues-
tro ordenamiento, así lo evidencia; el sentido global de los votos particulares que 
han sido objeto de análisis en estas páginas constituiría, pues, una nueva mues-

como sociológicas, culturales y aún meramente cuantitativas, que de algún modo ha de pesar al 
plantear cualquier ordenamiento jurídico en materia religiosa, ya sea con rango constitucional, ya 
sea a nivel orgánico u ordinario» (C. Albiñana, «El régimen jurídico-económico de la Iglesia en 
España», en VVAA, Constitución y relaciones Iglesia-Estado en la actualidad, Salamanca, 1978, 
p. 103).

43  Cfr. D. Llamazares y G. Suárez Pertierra, «El fenómeno religioso en la nueva Cons-
titución española. Bases de su tratamiento jurídico», en Revista de la Faculta de Derecho de la Uni-
versidad Complutense, 61 (1980), págs.  33-34.
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tra de ese tipo de planteamientos y además expresados en términos bastante 
claros e inequívocos que dejan escaso lugar a la duda acerca del significado, 
sociológicamente proporcional, que en ellos se atribuye a la igualdad religiosa 
en nuestra Constitución.
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